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Época: Décima Época  
Registro: 2020498  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: VII.2o.T.228 L (10a.)  
 
VIOLENCIA DE GÉNERO Y DISCRIMINACIÓN. NO SE CONFIGURAN POR EL HECHO DE QUE LA 
ACCIÓN LABORAL HAYA SIDO EJERCIDA POR UN TRABAJADOR JUBILADO Y NO OBTENGA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA FAVORABLE. 

 
La circunstancia de que el quejoso sea un trabajador jubilado y no haya obtenido resolución definitiva 
favorable en cuanto a la acción laboral que intentó, no puede llevar a establecer, por sí sola, que fue 
con motivo de que la autoridad jurisdiccional responsable le haya aplicado un trato discriminatorio, si 
del análisis de las constancias que integran el sumario de origen no se advierte una atención o trato 
diferenciado en el procedimiento jurisdiccional hacia el actor por ser jubilado y que ello le impidiera el 
pleno y efectivo ejercicio del derecho de igualdad, o bien, que se hubiese hecho uso de algún lenguaje 
basado en estereotipos o prejuicios. En esas condiciones, al no estar ante un caso que amerite juzgar 
con perspectiva de género para determinar si, efectivamente, la realidad socio-cultural en que se 
desenvuelve un trabajador en ese estatus lo colocó en una situación procesal de desventaja, se 
concluye que la decisión de la autoridad responsable, a partir del análisis de la litis definida en el juicio, 
desde la óptica de la procedencia de derechos y obligaciones que establecen las normas laborales, no 
puede estimarse violatoria de la equidad de género; esto, al margen de si lo ahí decidido es o no 
apegado a derecho por causas jurídicas, sustantivas o adjetivas. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. LXX/2019 (10a.)  
 
VALORACIÓN PROBATORIA. PROHIBICIÓN DE APLICAR REGLAS PROCESALES DEL 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO A ASUNTOS TRAMITADOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL. 

 
Todo régimen transitorio tiene la función de normar las situaciones jurídicas acaecidas durante la 
vigencia de una ley o sistema abrogados que trascienden al tiempo en el que entra en vigor la nueva 
normatividad. Ahora bien, el régimen transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de dieciocho de junio de dos mil ocho, específicamente el artículo 
cuarto transitorio, dispuso que los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en 
vigor del nuevo sistema procesal penal acusatorio, serían concluidos conforme a las disposiciones 
vigentes con anterioridad a dicho acto, lo que no tiene como propósito sostener que los dos sistemas 
penales que se encuentran en juego, esto es, el abrogado y el que le sustituye, se encuentran en 
vigor, sino que sólo determina las condiciones de recepción de los actos o procesos  realizados 
conforme al sistema que resulta derogado. Por lo tanto, si el referido artículo cuarto transitorio precisa 
que los procedimientos iniciados bajo el sistema anterior (mixto), deben continuarse y resolverse 
conforme a las normas procesales anteriores a la entrada en vigor del nuevo proceso penal acusatorio 
y adversarial, es claro que pretende evitar que se combinen los diversos sistemas procesales penales 
en un mismo procedimiento. Por lo que, no es dable que a un proceso seguido bajo el sistema 
tradicional, cuya valoración probatoria se rija por el método tasado, le sean aplicadas las reglas de la 
valoración libre y lógica del proceso penal acusatorio, pues su implicación comprende aspectos 
meramente procesales al estar vinculados directamente con la valoración del acervo probatorio, y 
existe prohibición expresa en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para que 
puedan combinarse las figuras procesales de uno u otro sistema, pues originaría inseguridad jurídica 
para el gobernado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020494  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XIII.1o.P.T.2 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. ES IMPROCEDENTE AUTORIZAR ESTA FORMA 
DE SOLUCIÓN ALTERNA DEL PROCEDIMIENTO AUNQUE SE CUMPLAN LOS REQUISITOS DEL 
ARTÍCULO 192 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SI EL IMPUTADO 
SOLICITANTE SE ENCUENTRA PRIVADO DE SU LIBERTAD POR UNA SENTENCIA 
EJECUTORIADA DICTADA CON ANTERIORIDAD EN UNA DIVERSA CAUSA PENAL. 
 

A pesar de que se cumplan los requisitos exigidos por el artículo 192 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales para la procedencia de la suspensión condicional del proceso, ésta no puede 
autorizarse si el imputado que la solicita se encuentra privado de su libertad derivado de una sentencia 
ejecutoriada dictada con anterioridad en una diversa causa penal, pues dicha circunstancia impide al 
solicitante cumplir con las medidas que, en su caso, se le fijarán en esta forma de solución alterna del 
procedimiento penal, por lo que ésta quedaría en suspenso, así como la resolución del proceso penal 
en donde se formuló la solicitud respectiva. Lo que es contrario a la propia naturaleza de la suspensión 
condicional del proceso, ya que se trata de una salida alterna, a fin de que la persona imputada pueda 
terminar su proceso, pero cumpliendo con un plan de reparación del daño y una serie de condiciones, 
dentro de las que se encuentran las señaladas en el artículo 195 del propio código, cumplido con lo 
cual, se dará por concluida la causa penal. Lo que no puede lograrse si el quejoso está privado de su 
libertad derivado de una sentencia condenatoria, porque de quedar suspendido el proceso penal por 
todo el tiempo que dure la condena de prisión impuesta, contravendría la razón o fundamento jurídico 
que propone el sistema acusatorio y adversarial, que es brindar la oportunidad de que cumpliendo con 
esa salida alterna se extinga la acción penal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020493  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: VI.1o.A.119 A (10a.)  
 
SEGURIDAD PRIVADA. LOS ARTÍCULOS DE LA LEY RELATIVA DEL ESTADO DE PUEBLA QUE 
ESTABLECEN QUE EL PERSONAL TÉCNICO Y OPERATIVO DE LAS EMPRESAS QUE PRESTEN 
ESE SERVICIO DEBE CONTAR CON LOS CERTIFICADOS DE EVALUACIÓN DE CONTROL DE 
CONFIANZA, NO SON CONTRARIOS A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
Si bien de conformidad con el noveno párrafo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la seguridad pública (dentro de la que se encuentra la seguridad privada, aun 
cuando en ésta no se subsume), es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades 
federativas y los Municipios, lo cierto es que el diverso 73, fracción XXIII, del mismo ordenamiento, 
expresamente dispone que es facultad del Congreso de la Unión expedir leyes que establezcan las 
bases de coordinación entre los tres órdenes de gobierno en la materia, por lo que en la distribución de 
las competencias relativas debe estarse a la ley federal que expida el Congreso de la Unión. Por tanto, 
si en la Ley Federal de Seguridad Privada está previsto el requisito consistente en que se apliquen al 
personal operativo de las empresas que presten ese servicio diversos exámenes que conforman la 
evaluación de control de confianza, los artículos 27, fracción VII, 30, fracción VIII Bis y 39 Bis de la Ley 
de Seguridad Privada del Estado de Puebla que lo establecen respecto de ese personal y del técnico, 
no son contrarios a la Constitución Federal. Aunado a que la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, en su artículo 152, prevé que las legislaciones locales deben establecer la 
obligación a cargo de las empresas de seguridad privada de que su personal sea sometido a dichas 
evaluaciones. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020492  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LII/2019 (10a.)  
 
SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN V, DE LA LEY RELATIVA NO VULNERA EL 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES MUNICIPALES. 
 

Esa disposición legal, al prever la opción de incorporación voluntaria de los trabajadores al servicio de 
las entidades y dependencias de los Estados y sus Municipios al régimen obligatorio de la Ley del 
Seguro Social –para lo cual se prevé la celebración de convenios entre el organismo de seguridad 
social y las dependencias u organismos, locales y municipales–, no transgrede el derecho a la 
seguridad social de los trabajadores municipales, en el sentido de que hace viable su incorporación 
voluntaria, en respeto al margen de libertad que se reconoce en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para que las Legislaturas Locales regulen las modalidades en que se garantizará 
ese derecho, lo cual puede realizarse por medio del régimen de la Ley del Seguro Social, en el 
entendido de que el mandato contenido en los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo, y 116, 
fracción VI, de la Norma Suprema únicamente faculta a los Estados para elegir el régimen de 
protección laboral de los apartados A o B de su artículo 123, pero no libera a las entidades federativas 
ni a los Municipios de garantizar el derecho a la seguridad social de sus trabajadores. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020491  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VII.1o.C.54 C (10a.)  
 
SOCIEDADES COOPERATIVAS. SU REPRESENTACIÓN. 

 
La interpretación de las normas aplicables realizada por la Sala responsable no es la debida, pues si 
bien es verdad que de conformidad con el artículo 41 de la Ley General de Sociedades Cooperativas, 
el consejo de administración es el órgano ejecutivo de la asamblea general que tiene la representación 
de la sociedad cooperativa y la firma social, y el diverso artículo 43 Bis 1, fracción X, prevé como 
facultad indelegable, entre otras, otorgar los poderes que sean necesarios, tanto al director o gerente 
general, como a los funcionarios y personas que se requiera, para la debida operación de la 
cooperativa, también lo es que esta disposición no debe interpretarse de manera restrictiva, en el 
sentido de que es el órgano ejecutivo (consejo de administración), quien de manera exclusiva y directa 
tenga que otorgar el poder a quien pueda representar a la sociedad, pues la misma alude como 
facultad indelegable del consejo de administración, frente a las facultades de los diversos órganos de 
dirección, administración y vigilancia interna de las sociedades cooperativas, como lo son, la asamblea 
general, el consejo de vigilancia y las comisiones y comités que la propia ley establece y las demás 
que designe la asamblea general. Corrobora lo expuesto, lo establecido en el artículo 41 citado, al 
prever que el consejo de administración tendrá la representación de la sociedad cooperativa y la firma 
social, pudiendo designar de entre los socios o personas no asociadas, uno o más gerentes con la 
facultad de representación que se les asigne, así como uno o más comisionados que se encarguen de 
administrar las secciones especiales. Por tanto, si el consejo de administración otorga poder general 
para pleitos y cobranzas con todas las facultades generales y aun especiales, a determinada persona, 
destacándose que la faculta para delegar ese poder en todo o en parte y para otorgar poderes 
generales o especiales, y revocar uno y otros; y esta persona, a su vez, otorga poder general para 
pleitos y cobranzas a una diversa; cabe concluir que esta última sí tiene facultades para representar a 
la persona moral en cuestión, pues su representación está a cargo del consejo de administración, 
atento a lo establecido en los preceptos invocados. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 23 de agosto de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: III.6o.A.7 K (10a.)  
 
REVISIÓN ADHESIVA EN EL AMPARO. DEBE DESECHARSE SI QUIEN LA INTERPONE SE 
CONCRETA A CONTROVERTIR LOS AGRAVIOS ESGRIMIDOS EN EL RECURSO PRINCIPAL. 

 
La Ley de Amparo no prevé expresamente que debe desecharse el recurso de revisión adhesiva, 
porque no se impugnan las consideraciones del fallo recurrido que, en principio, no le afectaban al 
adherente, por haber conseguido lo que pretendía, pero que, de prosperar los agravios formulados 
contra el resolutivo que le beneficia, podrían subsistir, perjudicándole definitivamente; por no hacer 
valer causas de improcedencia, o no controvertir la desestimación de las propuestas en el juicio de 
amparo. Sin embargo, conforme a los artículos 81, fracción I, inciso e), 82 y 87, párrafo primero, de 
dicho ordenamiento y a las jurisprudencias P./J. 69/97, 2a./J. 153/2012 (10a.), P./J. 28/2013 (10a.) y 
P./J. 29/2018 (10a.), se concluye que no existe razón jurídica para considerar procedente la revisión 
adhesiva cuando quien la interpone se concreta a controvertir los agravios esgrimidos en el recurso 
principal. Más aún, el artículo 66 de la Ley de Amparo, el cual establece que el órgano jurisdiccional 
determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un 
especial pronunciamiento o si se reserva para resolverlo en la sentencia, constituye el fundamento 
para desechar la revisión adhesiva si sólo se combaten los agravios propuestos en la principal, por ser 
ajenos a la materia de aquélla, conforme a su naturaleza accesoria; de ahí que debe desecharse, sin 
perjuicio de que en el propio escrito se aleguen aspectos de estudio preferente, como la improcedencia 
de la revisión principal o del juicio de amparo, atento a que el desechamiento no implica dejar de 
atender estos puntos. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020487  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. LXIV/2019 (10a.)  
 
REVISIÓN ADHESIVA. EL ESTUDIO PREFERENTE DE LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO FORMULADAS EN DICHO RECURSO, ESTÁ SUPEDITADO A QUE LA 
REVISIÓN PRINCIPAL SEA PROCEDENTE. 

 
Si bien la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que los argumentos de improcedencia 
del juicio constitucional formulados en la revisión adhesiva deben examinarse de manera preferente, 
dicho criterio está supeditado a que la revisión principal sea procedente. De ahí que cuando la revisión 
principal no cumple con la totalidad de requisitos normativos para su procedencia, resulta innecesario 
pronunciarse sobre las causas de improcedencia del amparo planteadas en el medio de impugnación 
adhesivo por carecer de autonomía.  
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020486  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.P.166 P (10a.)  
 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO EN DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS (VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS). EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO AL ACREDITARSE SU 
EXISTENCIA, AUN EN EL SUPUESTO DE QUE LA VÍCTIMA RECUPERE SU LIBERTAD. 
 
El artículo 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Un idos Mexicanos –que prevé la 

obligación del Estado Mexicano de reparar las violaciones a los derechos humanos— y el numeral 24 de la 
Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
que ratificó el Estado Mexicano el 15 de enero de 2008 y cuyo decreto se publicó el 22 de junio de 2011 en 
el Diario Oficial de la Federación, son los referentes que definen en el caso la concesión del amparo 
conforme al artículo 77 de la Ley de Amparo; de manera que si en el juicio de amparo se demuestra la 
existencia de la violación de derechos humanos (los actos reclamados versan sobre la desaparición forzada 
de personas en sus dos vertientes como violación de derechos humanos y como delito en lo relativo a una 
investigación eficaz y oportuna), los efectos de la sentencia protectora, aun cuando la víctima haya 
recuperado su libertad, deben comprender las acciones correspondientes para materializar los derechos 
siguientes: 1) de conocer la verdad de las víctimas directas e ind irectas, sobre las circunstancias de la 

desaparición forzada, la evolución y los resultados de la investigación, como violación de derechos 
humanos y como delito, conforme a los artículos 18 y 19 de la Ley General de Víctimas; 2) a una reparación 
integral y a una indemnización justa y adecuada por dicha violación de derechos humanos, para lo cual, 
debe ordenarse que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas realice esas gestiones, conforme a los 
artículos 1, 2, 27, 84, 88, 88 Bis y 96 de la citada legislación de víctimas, en la inteligencia de que no será 
obstáculo a lo anterior que el quejoso, por otras vías, haya recibido algún monto por concepto de reparación 
de dicho acto y manifestado su conformidad, por los razonamientos señalados en la jurisprudenc ia 2a./J. 
112/2017 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: 
"COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS. LA MANIFESTACIÓN 
DE CONFORMIDAD DE LA VÍCTIMA AL OBTENER EL MONTO DE UNA REPARACIÓN A TRAVÉS DE 

OTROS MECANISMOS, NO IMPIDE EL ACCESO AL FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN 
INTEGRAL PREVISTO EN LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS.", y al margen de las gestiones que ya se 
hayan iniciado, dado que esta concesión complementa cualquier petición con ese fin; 3) las garantías de no 
repetición, que consistirán en las que se indican en el artículo 75 de la Ley General de Víctimas, 
específicamente, las previstas en sus fracciones II y IV, que versan en la prohibición de ir a un lugar 
determinado u obligación de residir en él, en caso de existir peligro inminente para la víctima y la asistencia 
a cursos de capacitación en materia de derechos humanos –las que se estiman aplicables, pues las demás 
porciones normativas se refieren a cuestiones diversas; en efecto, las fracciones I y III de dicho numeral 
están referidas a un hecho delictivo y la V se refiere a que la transgresión de derechos fundamentales se 
hubiese efectuado bajo el influjo o debido al abuso de sustancias alcohólicas, estupefacientes, ps icotrópicos 

o similares, a menos que así se demuestre que ocurrieron tales hechos–; lo precedente, sin menoscabo de 
que la ejecutoria de amparo –que reconoce la violación de derechos humanos– y el procedimiento mismo 
de amparo constituyen la garantía de no repetición, por las razones que se indican en la tesis aislada 1a. 
LV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "REPARACIÓN INTEGRAL ANTE VIOLACIONES A DERECHOS 
HUMANOS. INTERPRETACIÓN DE LAS INSTITUCIONES PREVISTAS EN LA LEY DE AMPARO COMO 
‘GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN’." 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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RELACIÓN LABORAL. EL RECONOCIMIENTO HECHO EN UNA DENUNCIA O QUERELLA ANTE 
LA AUTORIDAD DE LA FISCALÍA EN MATERIA PENAL, DONDE LA PARTE QUE SE DICE 
VÍCTIMA U OFENDIDO ES A QUIEN SE LE ATRIBUYE EL CARÁCTER DE PATRÓN, 
EXPRESAMENTE ACEPTA QUE CONTRATÓ AL ACTOR COMO SU TRABAJADOR Y DESCRIBE 
SUS FUNCIONES, ES IDÓNEO PARA DEMOSTRAR AQUÉLLA. 

 
Cuando en un procedimiento laboral el patrón niega la relación de trabajo aduciendo que el vínculo con 
el actor es de naturaleza distinta a ésta, pero de autos aparecen pruebas documentales consistentes 
en copias certificadas de un escrito de denuncia o querella ante la autoridad de la fiscalía en materia 
penal, donde la parte que se dice víctima u ofendida es a quien se le atribuye el carácter de patrón, y 
ahí expresamente acepta que contrató al actor como su trabajador y describe las funciones que 
realizaba, debe considerarse idóneo ese medio de convicción para concluir que entre el actor y el 
demandado existió un vínculo contractual de naturaleza laboral, porque el reconocimiento realizado 
ante una autoridad, si bien distinta de la jurisdiccional, pero con facultades para recibirlo, como es la 
fiscalía, adquiere la calidad de prueba que, por sí misma, es eficaz para determinar que está 
demostrada la existencia de la relación de trabajo y por desvirtuada la referida negativa del 
demandado, en la medida en que constituye la aceptación de un hecho propio, consistente en que 
entre las partes hubo una relación jurídica obrero-patronal. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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RECURSO DE APELACIÓN. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS TENDENTES A IMPUGNAR, 
COMO VIOLACIÓN PROCESAL, EL AUTO QUE NEGÓ DECRETAR LA CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA, ASÍ COMO AQUELLAS DETERMINACIONES QUE TENGAN UN TRÁMITE DE 
IMPUGNACIÓN ESPECÍFICO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). 
 
El artículo 388 del Código Procesal Civil del Estado, al establecer que en el recurso de apelación 
deberán expresarse agravios en relación con violaciones a normas esenciales del procedimiento, se 
refiere, en términos generales, ya sea que se interponga contra la sentencia definitiva o algún auto, 
cuando expresamente lo disponga el código referido. Ahora bien, si se trata del recurso de apelación 
contra sentencias definitivas, se podrán formular agravios contra la propia sentencia, pero también 
contra violaciones procesales cuando así lo establezca el código, como sucede en relación con 
actuaciones irrecurribles dentro del procedimiento, entre ellas, las resoluciones incidentales de nulidad 
de actuaciones o notificaciones, o el auto que admite pruebas, en términos de los artículos 126, 167, 
268 y 409 del código adjetivo invocado; en contraste, serán inoperantes los agravios tendentes a 
impugnar como violación procesal el auto que niega decretar la caducidad de la instancia, al tener un 
trámite de impugnación específico [artículo 175, fracción II, inciso j)], que admite el recurso de 
reconsideración porque, la resolución que, en su caso, dicte el tribunal de alzada constituirá cosa 
juzgada y, en el supuesto de que no se haya impugnado oportunamente, deberá estimarse consentida 
y, en consecuencia, inoperante ya que, sostener lo contrario, implicaría conceder una doble 
oportunidad a la parte interesada para impugnar la negativa de caducidad de la instancia, ya sea 
promoviendo apelación contra el auto respectivo o, en su caso, contra la sentencia definitiva que no le 
favorezca, lo que es jurídicamente inaceptable porque atenta contra la seguridad y certeza jurídicas de 
las partes, previstas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO EN LA PARTIDA DE NACIMIENTO O EN ACTA ESPECIAL 
POSTERIOR. ES VIABLE LA FILIACIÓN JURÍDICA EN EL CONTEXTO DE UNA UNIÓN FAMILIAR 
HOMOPARENTAL, CON MOTIVO DE LA COMATERNIDAD. 
 
La procreación y/o crianza de hijos en ejercicio de la comaternidad en uniones familiares homoparentales, 

supone que necesariamente una de las mujeres que conforman la pareja, no tiene un vínculo biológico con 
el hijo de su compañera, dada la imposibilidad fisiológica de procrear entre sí, lo cual significa que en la 
procreación del hijo, al margen de la preferencia sexual de la mujer progenitora, interv ino un tercero, ya sea 
como donador anónimo del gameto sexual masculino mediante el uso de una técnica de reproducción 
asistida, o bien, a través de una relación sexual. En el primer caso, posiblemente no exista mayor discusión 
en cuanto a la inexistencia de filiación jurídica entre el hijo y el donador de la célula sexual masculina, pues 
generalmente, la legislación determina la inexistencia de dicho vínculo jurídico filiatorio, o así se estipula en 
el contrato de donación de células respectivo, dados los fines de la donación, por lo que el hijo sólo contará 
con la filiación jurídica respecto de su madre biológica, y en caso de alguna eventual controversia, ésta se 
definirá sobre las bases que deriven del acto jurídico y de la ley; por tanto, en ese supuesto, la falta de nexo 

genético entre el hijo y la mujer pareja de la madre biológica que pretende ejercer la comaternidad, no 
desplaza propiamente una filiación jurídica paterna, y no debe impedir el establecimiento del vínculo filial 
entre ellos, pues si el hijo nace por medio de una técnica de reproducción asistida, la filiación jurídica 
encuentra sustento en la voluntad procreacional como elemento determinante para su constitución, 
tornándose irrelevante la inexistencia del lazo biológico para efectos del reconocimiento voluntario del hijo 
por el miembro de la pareja del mismo sexo que no proporcionó material genético para la procreación. En el 
segundo caso, es decir, cuando el menor es procreado en una relación sexual, no puede negarse la 
existencia del varón progenitor que tendrá derecho al establecimiento de la filiación jurídica con el hijo, 
mediante el reconocimiento voluntario de la paternidad ante el oficial del Registro Civil; tampoco está en 
duda el derecho del menor de edad, en su caso, a la invest igación futura de la paternidad y a exigir que se 

declare la existencia de la filiación jurídica acorde con sus orígenes biológicos. Sin embargo, lo anterior no 
debe inhibir o excluir la posibilidad de que el hijo de una mujer nacido de la relación sexual con un varón, 
pueda ser reconocido voluntariamente por otra mujer en su registro de nacimiento o por acta especial (en 
caso de que ya exista un acta de nacimiento dónde sólo lo haya reconocido la madre biológica), cuando 
dicho hijo nazca y se desarrolle en un contexto de unión familiar homoparental, pues en tal supuesto existen 
factores que deben ponderarse en orden a su interés superior privilegiando su estabilidad familiar y su 
mayor beneficio, pues ha de admitirse que si el hijo nace de una madre con orientación homosexual, sin 
que exista una unión familiar de ésta con su progenitor biológico, sino que conforma una unión de esa 
índole con otra mujer, la predicción fáctica es que el menor de edad, de hecho, será criado por ambas 
mujeres y se desarrollará en el seno de la familia homoparental, y esto, conduce a privilegiar el pronto 

establecimiento de su filiación jurídica respecto de las dos personas que asumirán para con él los deberes 
parentales, lo que resulta acorde con la protección reforzada de sus derechos, en tanto se le garantiza, de 
inmediato, que contará con las prerrogativas inherentes a la filiación jurídica respecto de esas dos 
personas, y le permitirá conformar una identidad acorde con el contexto familiar en el que se supone 
crecerá, por lo que, ante la falta de vínculo genético, debe bastar como elemento determinante para el 
establecimiento de la filiación jurídica, la voluntad parental de quien desea ejercer junto con la madre la 
comaternidad. 
 

PRIMERA SALA 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO CON MOTIVO DE LA COMATERNIDAD EN UNIONES 
FAMILIARES CONFORMADAS POR DOS MUJERES. EL ARTÍCULO 384 DEL CÓDIGO CIVIL DEL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES QUE EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE EL HIJO DE UNA MUJER 
PUEDA SER RECONOCIDO VOLUNTARIAMENTE POR SU COMPAÑERA, VULNERA EL DERECHO 
DE LOS MENORES DE EDAD AL PRONTO ESTABLECIMIENTO DE SU FILIACIÓN JURÍDICA. 

 
El precepto referido dispone que la filiación de los hijos que nacen fuera de matrimonio resulta, con relación 
a la madre, del solo hecho del nacimiento, y respecto del padre, únicamente se establece por el 
reconocimiento voluntario o por sentencia que declare la paternidad. Dicho dispositivo está sustentado en 
dos premisas básicas, a saber: 1) La procreación natural de un hijo fisiológicamente sólo es posible con la 
participación de células sexuales de un hombre y una mujer, de modo que genéticamente los progenitores 
son personas de distinto sexo, por tanto, la filiación se constituye desde la concepción parental 
heterosexual; y, 2) La filiación debe ser acorde a la relación biológica, por lo que se establecerá entre el hijo 
y un padre hombre y una madre mujer, presumiendo que quienes lo reconocen son las personas que tienen 
ese vínculo biológico con él, salvo prueba en contrario. Así, la norma permite constituir la filiación jurídica 

cuando se cumplan dos requisitos: uno ligado al género, pues una persona sólo puede ser reconocida por 
un hombre y una mujer, o sólo por uno de ellos; y otro ligado al origen genético, ya que se orienta por la 
prevalencia de relaciones parentales biológicas, aun cuando la acreditación de esto último, tratándose del 
reconocimiento voluntario ante el oficial del Registro Civil, no se exige en forma fehaciente sino que se 
presume a partir del género de quienes reconocen, particularmente respecto del padre, pues basta que se 
trate de un varón. Sobre esa base, el artículo 384 del Código Civil del Estado de Aguascalientes excluye la 
posibilidad de que el hijo de una mujer pueda ser reconocido voluntariamente en su acta de nacimiento o en 
acta especial posterior por otra mujer con quien la madre biológica conforme una unión familiar 
homoparental en cuyo seno se desarrollará aquél y que sin tener un vínculo genético con el hijo de su 
pareja, tenga el propósito de crear la relación filial con él para el ejercicio de la comaternidad; esta exclusión 

restringe la protección de los menores de edad que nacen o se desarrollan en el contexto de ese tipo de 
unión familiar, al pronto establecimiento de su filiación jurídica, comprendido en su derecho a la identidad, 
que les permite acceder al pleno ejercicio de otro cúmulo de derechos personalísimos y de orden 
patrimonial, por lo que esa norma resulta contraria a su interés superior, por ende, contraviene el artículo 
4o. constitucional. Lo anterior no desconoce que el derecho a la identidad de los menores de edad 
contempla entre sus prerrogativas el derecho a que su filiación jurídica coincida con sus orígenes biológicos 
y, por ello, la tendencia tendría que inclinarse a hacer prevalecer el principio de verdad biológica; sin 
embargo, ello no es una regla irrestricta, pues la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que cuando lo anterior no es posible por los supuestos de hecho en que se encuentre el 
menor o porque deban imponerse intereses más relevantes como la estabilidad de las relaciones familiares 

o privilegiar estados de familia consolidados en el tiempo, es válido que la filiación jurídica se determine 
prescindiendo del vínculo biológico, pues la identidad de los menores depende de múltiples factores y no 
sólo del conocimiento y/o prevalencia de relaciones biológicas. En el caso de la comaternidad, resulta 
relevante por ser lo más protector y benéfico para el menor que nace o se desarrolla en ese tipo de familia, 
privilegiar de inmediato su derecho al establecimiento de su filiación jurídica frente a las dos personas que 
asumen para con él los deberes parentales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO CON MOTIVO DE LA COMATERNIDAD EN UNIONES 
FAMILIARES CONFORMADAS POR DOS MUJERES. EL ARTÍCULO 384 DEL CÓDIGO CIVIL DEL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES QUE EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE EL HIJO DE UNA 
MUJER PUEDA SER RECONOCIDO VOLUNTARIAMENTE POR SU COMPAÑERA, VULNERA LOS 
DERECHOS DE LAS UNIONES FAMILIARES HOMOPARENTALES. 
 

El precepto referido dispone que la filiación de los hijos que nacen fuera de matrimonio resulta, con 
relación a la madre, del solo hecho del nacimiento, y respecto del padre, únicamente se establece por 
el reconocimiento voluntario o por sentencia que declare la paternidad. Dicho dispositivo está 
sustentado en dos premisas básicas, a saber: 1) La procreación natural de un hijo fisiológicamente 
sólo es posible con la participación de células sexuales de un hombre y una mujer, de modo que 
genéticamente los progenitores son personas de distinto sexo, por tanto, la filiación se constituye 
desde la concepción parental heterosexual; y, 2) La filiación debe ser acorde a la relación biológica, 
por lo que se establecerá entre el hijo y un padre hombre y una madre mujer, presumiendo que 
quienes lo reconocen son las personas que tienen ese vínculo biológico con él, salvo prueba en 
contrario. Así, la norma permite constituir la filiación jurídica cuando se cumplan dos requisitos: uno 
ligado al género, pues una persona sólo puede ser reconocida por un hombre y una mujer, o sólo por 
uno de ellos; y otro ligado al origen genético, ya que se orienta por la prevalencia de relaciones 
parentales biológicas, aun cuando la acreditación de esto último, tratándose del reconocimiento 
voluntario ante el oficial del Registro Civil, no se exige en forma fehaciente sino que se presume a 
partir del género de quienes reconocen, particularmente respecto del padre, pues basta que se trate de 
un varón. Sobre esa base, el artículo 384 del Código Civil del Estado de Aguascalientes sólo responde 
a la protección de los derechos fundamentales de personas heterosexuales no casadas al 
establecimiento de la filiación jurídica con sus descendientes, pues únicamente permite el 
reconocimiento voluntario de hijo acorde con las relaciones biológicas, de manera que excluye la 
posibilidad de que el hijo de una mujer pueda ser reconocido voluntariamente en su acta de nacimiento 
o en acta especial posterior por otra mujer con quien la madre biológica conforme una unión familiar 
homoparental en cuyo seno se desarrollará aquél y que sin tener un vínculo genético con el hijo de su 
pareja, tenga el propósito de crear la relación filial con él para el ejercicio de la comaternidad; esta 
exclusión entraña una diferencia de trato orientada por el género, que además lleva implícito el 
rechazo derivado de la orientación sexual de quienes constituyen uniones familiares homoparentales 
de mujeres, contraria al derecho de igualdad y no discriminación recogido por el artículo 1o. 
constitucional, y vulnera su derecho de acceder a la procreación y/o crianza de hijos y a establecer la 
filiación jurídica con éstos, comprendido en el derecho a la protección del desarrollo y organización de 
la familia previsto en el precepto 4o. de la Ley Fundamental, por lo que el precepto citado resulta 
inconstitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PRUEBAS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. SU VALORACIÓN LIBRE Y 
LÓGICA POR EL JUZGADOR EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN II, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 
La valoración de la prueba constituye la fase decisoria del procedimiento probatorio, pues es el 
pronunciamiento judicial sobre el conflicto sometido a enjuiciamiento. Regularmente se define como la 
actividad jurisdiccional en virtud de la cual el juzgador, mediante algún método de valoración, aprecia 
la prueba delimitando su contenido, a fin de establecer si determinados hechos han quedado o no 
probados, debiendo explicar en la sentencia tal proceso y el resultado obtenido. Por tal razón, se han 
creado sistemas teóricos de valoración, distinguiendo la prueba legal o tasada, así como los de prueba 
libre y mixtos, que permiten determinar la existencia de un hecho que ha resultado probado o la falta 
de prueba. A partir de la reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad pública, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, el dieciocho de junio de dos mil ocho, se introdujeron 
los elementos para un proceso penal acusatorio y oral, destacando la modificación al artículo 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se establecieron las directrices 
correspondientes. La fracción II del apartado A de dicho precepto constitucional, dispuso 
esencialmente que el desahogo y la valoración de las pruebas en el nuevo proceso, recae 
exclusivamente en el Juez, la cual deberá realizarse de manera libre y lógica. En ese tenor, bajo la 
nueva óptica del proceso penal acusatorio, el Constituyente consideró que las pruebas no tuvieran un 
valor jurídico previamente asignado, sino que las directrices se enfocarían a observar las reglas de la 
lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia, sin que el juzgador tenga una 
absoluta libertad que implique arbitrariedad de su parte (íntima convicción), sino que tal facultad debe 
estar limitada por la sana crítica y la forma lógica de valorarlas. En esa perspectiva, el punto toral de 
dicha valoración será la justificación objetiva que el juzgador efectúe en la sentencia en torno al 
alcance y valor probatorio que confiera a la prueba para motivar su decisión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
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PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES PARA EMITIR EL ACUERDO DE INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO DE SEPARACIÓN DEL SERVICIO DE LOS INTEGRANTES DE LAS 
INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. LE ES APLICABLE EL 
PLAZO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 120 DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD 
PÚBLICA LOCAL. 

 
De las jurisprudencias 2a./J. 3/2018 (10a.) y P./J. 31/2018 (10a.), de las ejecutorias que les dieron 
origen, así como de los artículos 1o., 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se advierte que en los 
procedimientos administrativos disciplinarios es obligación de los juzgadores salvaguardar el derecho 
humano a la protección judicial, favorecer en todo tiempo a las personas con la protección más amplia 
e impartir justicia pronta y expedita, por lo cual, resulta inadmisible que la potestad para imponer 
sanciones no esté sujeta a limitación temporal alguna, pues ello podría dar lugar a la arbitrariedad en 
la prosecución de los hechos reprochables y generar incertidumbre entre los servidores públicos, ante 
la posibilidad de que pudiera sancionárseles en cualquier momento futuro; cuestión que debe vedarse. 
En ese sentido, de una interpretación sistemática, analógica y funcional de la Ley del Sistema de 
Seguridad Pública para el Estado de Jalisco, se colige que al acuerdo de inicio del procedimiento de 
separación del servicio de los integrantes de las instituciones de seguridad pública por el 
incumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia, regulado en los artículos 129 a 141 de este 
último ordenamiento, le es aplicable el plazo de prescripción de facultades establecido en su artículo 
120, tercer párrafo, a pesar de que éste se encuentre en el apartado relativo a la regulación procesal 
del procedimiento de responsabilidad administrativa. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES 
IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA EL OFICIO EN EL QUE 
SE INFORMA AL CONTRIBUYENTE SU INICIO. 
 

El precepto citado prevé el procedimiento relativo a la presunción de inexistencia de operaciones, 
cuando los contribuyentes hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, personal, 
infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o producir, 
comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice al 
contribuyente; conforme a su párrafo segundo, dicho procedimiento inicia con el oficio en el que se 
informa al contribuyente que se encuentra en esa situación, a través de su buzón tributario, de la 
página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, así como mediante publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, con el objeto de que manifieste ante la autoridad fiscal lo que a su 
derecho convenga y aporte la documentación e información que considere pertinente para desvirtuar 
los hechos que llevaron a la autoridad a notificarlo. Ahora, contra ese oficio es improcedente el juicio 
contencioso administrativo, de conformidad con el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, pues no es una resolución definitiva, sino de inicio de un procedimiento. 
Tampoco es un acto administrativo o procedimiento que ocasione un agravio en materia fiscal, lo que 
se entiende como toda afectación en la esfera jurídica del gobernado, derivada del cumplimiento de 
sus obligaciones y derechos fiscales, así como que sus consecuencias tengan esa misma naturaleza y 
no una diversa, porque con la publicación de que se trata no se impide el ejercicio de sus derechos y 
obligaciones fiscales ni se le atribuye alguna responsabilidad, sino que sólo es un llamamiento para 
que desvirtúe la presunción; además, de considerar el contribuyente que se afecta su honorabilidad, 
tiene legitimación para emprender acciones de daño moral en la vía correspondiente, al no ser un tema 
de la materia fiscal. Concluir lo contrario podría menoscabar el interés de la colectividad en prevenir 
actividades que puedan resultar ilícitas, aunado a que atiende a una finalidad constitucionalmente 
legítima, concerniente a dar certeza a la relación tributaria ante el probable indebido cumplimiento del 
contribuyente de sus obligaciones formales y materiales. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE SEGURIDAD SOCIAL. DEBE SUSTANCIARSE PARA 
RESOLVER LAS DEMANDAS EN LAS QUE LOS TRABAJADORES DE CONFIANZA DE 
PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS SUBSIDIARIOS RECLAMEN EL PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN POR RIESGO DE TRABAJO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 66, INCISO H), DEL 
REGLAMENTO DE TRABAJO RELATIVO, INCLUSO CUANDO EXIJAN EL PAGO DE DIVERSAS 
PRESTACIONES ACCESORIAS, INDEPENDIENTEMENTE DE SU MONTO (INTERPRETACIÓN DE 
LA PARTE FINAL DEL ARTÍCULO 892 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO). 

 
Conforme al artículo 892 de la Ley Federal del Trabajo, los procedimientos especiales son sumarios y 
tienen por objeto resolver los conflictos que requieren una mayor celeridad, por lo que las prestaciones 
de seguridad social previstas tanto en la Ley Federal del Trabajo, como en la Ley del Seguro Social, 
tratándose de los trabajadores al servicio de Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios, se 
cubren directamente por las empresas patronales, en términos del contrato colectivo de trabajo y de su 
respectivo reglamento del personal de confianza, como sucede cuando se demanda el pago de 
indemnizaciones derivadas de un riesgo de trabajo, que produce algún padecimiento del orden 
profesional, las cuales deben ser objeto de reclamo ante la Junta de Conciliación y Arbitraje mediante 
la sustanciación del procedimiento especial de seguridad social (regulado en los artículos 892 a 899-A 
de la ley citada). Esto es, el trámite del pago de la indemnización prevista en el artículo 66, inciso h), 
del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y Organismos 
Subsidiarios, al versar sobre un reclamo de seguridad social, debe sustanciarse a través del 
procedimiento especial referido, aun cuando, además, se demande el cobro de diversas prestaciones 
económicas, independientemente de su monto, pues ello no se ubica en la hipótesis de la parte final 
del referido artículo 892, que establece que a través de esa instancia se tramitarán todos los conflictos 
que tengan por objeto el cobro de prestaciones que no excedan el importe de tres meses de salario, ya 
que este supuesto de excepción (cuyo monto de las prestaciones no exceda de tres meses de salario), 
precedido de la conjunción copulativa "y", debe interpretarse en el sentido de que el procedimiento 
especial debe seguirse también cuando se reclamen únicamente prestaciones que no excedan a ese 
importe; circunstancia distinta a las establecidas en la primera parte del citado precepto, de manera 
que si se demanda la indemnización consistente en 1,620 días de salario ordinario, como 
consecuencia de un riesgo de trabajo y el pago de otras prestaciones económicas accesorias, 
independientemente de su monto (que no deben entenderse como autónomas), el procedimiento a 
seguirse para exigir su pago es el especial. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
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PROCEDIMIENTO CONCURSAL. EL PRINCIPIO DE DEMOCRACIA RIGE EN LA CELEBRACIÓN DEL 
CONVENIO RELATIVO. 
 

El principio de democracia que rige en la materia del concurso mercantil aparece regulado en el artículo 157 
de la Ley de Concursos Mercantiles, cuando sostiene que para ser eficaz el convenio deberá ser suscrito 
por el comerciante y sus acreedores reconocidos que representen más del cincuenta por ciento de la suma 
del monto reconocido a la totalidad de los acreedores reconocidos comunes y subordinados y el monto 

reconocido de aquellos acreedores reconocidos con garantía real o privilegio especial que suscriban el 
convenio. En el artículo 339, que regula la tramitación del concurso mercantil con plan de reestructura 
también aparece el principio de democracia, al señalar que la solicitud será admitida cuando la suscriba el 
comerciante con los titulares de cuando menos la mayoría simple de los adeudos. El artículo 161 dispone 
que, una vez que transcurran los plazos de haberse puesto a la vista de los acreedores la propuesta del 
convenio, el conciliador presentará al Juez el convenio debidamente suscrito por el comerciante y al menos 
la mayoría requerida de acreedores reconocidos. En el artículo 145 de la ley concursal también se 
encuentra previsto el principio de democracia cuando refiere que en la etapa de conciliación es permisible 
una primera prórroga de noventa días naturales siempre y cuando sea solicitada por el conciliador o los 
acreedores reconocidos que representen más del cincuenta por ciento del monto total de los crédito s 

reconocidos; y una segunda prórroga por noventa días que podrán solicitar el comerciante y los acreedores 
reconocidos que representen al menos el setenta y cinco por ciento del monto total de los créditos 
reconocidos. En el artículo 63 de la propia ley, se prevé que cualquier acreedor o grupo de acreedores que 
representen por lo menos el diez por ciento del monto de los créditos a cargo del comerciante, de 
conformidad con la lista provisional de créditos, por lo menos el diez por ciento del pasivo a cargo  del 
comerciante conforme a la lista definitiva de reconocimiento de créditos, o bien, a la sentencia de 
reconocimiento, graduación y prelación de créditos, tendrán derecho a solicitar al Juez el nombramiento de 
un interventor, cuyos honorarios serán a costa de quien o quienes lo soliciten. En esa tesitura, de los 
artículos 63, 145, 157, 158, 161 y 339 de la ley invocada, se advierte que en el procedimiento concursal, 
precisamente, en la etapa relativa a la conciliación para llegar a la suscripción de un co nvenio rige el 

principio de democracia que tiene por efecto que la participación de los acreedores reconocidos puede 
contribuir para alcanzar la mayoría requerida, en la inteligencia de que también se reguló que esa mayoría 
lograda no imponga condiciones desventajosas a la mayoría de los acreedores comunes que no suscriben 
el convenio. En ese orden de pensamiento, en el artículo 159 de la ley referida, también rige un principio de 
democracia, respecto del cual, atento a la interpretación literal de los conceptos de espera y quita o la 
combinación de ambas a que se refiere dicho ordenamiento, se concluye que regula una ampliación del 
plazo para el cumplimiento del crédito reconocido o una disminución o reducción del monto materia del 
crédito; por tanto, dicho precepto no regula el cumplimiento de la obligación del pago, sino que está 
orientada en el sentido de pactar los mínimos y máximos que deberán precisarse en el convenio, pero 
únicamente con relación a una espera, quita o una combinación de ambas, de mane ra que ese precepto 

sólo será aplicable cuando para al menos el 30% de los acreedores comunes que sí firmaron el convenio se 
haya pactado alguna de esas condiciones. Entonces, cuando los acreedores reconocidos firman un 
convenio concursal en el que se haya pactado que se lleve a cabo el pago mediante un aumento de capital 
social de conformidad con el artículo 155 de la ley invocada, o de alguna otra forma distinta que no traiga 
consigo una espera, quita o combinación de ambas para al menos el 30% de los acr eedores comunes que 
sí firmaron el convenio concursal, el artículo 159 citado no puede aplicarse.  
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PENSIÓN DE VIUDEZ. EL ARTÍCULO 72 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA, AL 
PREVER UNA CONDICIÓN PARA SU OTORGAMIENTO A LA CONCUBINA DEL ASEGURADO, 
NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL QUE TUTELA EL ARTÍCULO 123, 
APARTADO A, FRACCIÓN XXIX, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el reconocimiento del concubinato como 
una institución fundadora de la familia tiene como fin proteger a las personas que deciden tener una 
vida en común con intención de permanencia, estabilidad y ayuda mutua, como si fuese un 
matrimonio; por tal razón, no es jurídicamente posible aceptar que una persona pueda sostener, a un 
mismo tiempo, dos o más relaciones de concubinato, dado que ello es contrario a la naturaleza y a los 
fines de esa institución jurídica. En tal contexto, la circunstancia de que el asegurado haya cotizado en 
los diversos ramos del seguro social para asegurar su bienestar y el de su familia, de modo alguno 
significa que todas las personas con las que vivió en pareja y/o tuvo hijos en común, tengan derecho a 
la pensión de viudez, habida cuenta de que su objeto es garantizar la subsistencia de quien vivió con 
él hasta la fecha de su deceso, como si fuese su cónyuge, durante un plazo mínimo de 5 años, o por 
un tiempo menor, en caso de haber procreado hijos en común; de ahí que el artículo 72 de la Ley del 
Seguro Social derogada, al prever una condición para el otorgamiento de esa prestación económica, 
consistente en que el asegurado no tenga varias concubinas al morir, no transgrede el derecho a la 
seguridad social, máxime que su financiamiento se calcula atendiendo a que en nuestro sistema 
jurídico sólo se reconocen los matrimonios y concubinatos monogámicos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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NOTIFICACIONES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. DEBE SER 
PERSONAL LA RELATIVA AL REQUERIMIENTO REALIZADO AL ACTOR A EFECTO DE QUE 
SEÑALE UNA DIRECCIÓN DE CORREO ELECTRÓNICO PARA RECIBIR LOS AVISOS Y 
NOTIFICACIONES SUBSECUENTES (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 14 DE JUNIO DE 
2016). 
 

La Segunda Sala en la jurisprudencia 2a./J. 92/2019 (10a.) determinó que el artículo 67 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, vigente a partir del 14 de junio de 2016, en 
cuanto limita los supuestos de notificación personal, no transgrede los derechos fundamentales de 
acceso efectivo a la justicia y de adecuada defensa, ya que de acuerdo con lo previsto en el artículo 65 
del mismo ordenamiento, previo a la notificación por boletín jurisdiccional de que se trate, se enviará 
con anticipación un aviso al correo electrónico que al efecto hayan señalado las partes. Partiendo de 
esa premisa, se colige que cuando alguna de las partes omita señalar la referida dirección electrónica, 
el acuerdo por el que se le formule el requerimiento para subsanar dicha deficiencia deberá notificarse 
de manera personal. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
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MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN II, INCISO 
B), DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. AL CONSTITUIR SU IMPOSICIÓN 
UNA RESOLUCIÓN DE MERO TRÁMITE, PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 
EN SU CONTRA, DEBE AGOTARSE EL RECURSO DE REVOCACIÓN ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 465 DEL PROPIO CÓDIGO. 

 
El artículo 465 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que contra las resoluciones 
de mero trámite que se resuelvan sin sustanciación, procede el recurso de revocación; atento a lo cual, 
la imposición de la multa –como medida de apremio– establecida en el diverso artículo 104, fracción II, 
inciso b), del indicado código, a cualquiera de los intervinientes en el procedimiento penal, constituye 
una resolución de mero trámite, porque no determina el inicio, conclusión o modificación de una fase 
procesal, tampoco la naturaleza o calidad de las partes que intervienen, ni de las cuestiones que 
integran la litis en el proceso, lo que lleva a concluir que se trata de una resolución de mero trámite 
que, además, se resuelve sin sustanciación; por ende, previo a la promoción del juicio de amparo 
indirecto contra la resolución del Juez de control que impuso esa medida de apremio, la persona a 
quien se le aplicó debe agotar el recurso de revocación en comento; máxime que en ese caso no se 
actualiza alguna de las hipótesis de excepción para agotar el principio de definitividad a que alude la 
fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
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MANDATO EN EL JUICIO LABORAL. LA FALTA DEL ACUERDO OPORTUNO DEL ESCRITO DE 
REVOCACIÓN RELATIVO, PRESENTADO PREVIAMENTE A LA AUDIENCIA 
CORRESPONDIENTE, DA LUGAR A SU SUSPENSIÓN. 
 
En la jurisprudencia 2a./J. 200/2010, de rubro: "APODERADO EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. 
SU RENUNCIA EN LA ETAPA DE CONCILIACIÓN, DEMANDA Y EXCEPCIONES, OFRECIMIENTO 
Y ADMISIÓN DE PRUEBAS, DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE AL MANDANTE.", la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que la Junta de Conciliación y Arbitraje 
debe suspender la audiencia y ordenar la notificación personal a la persona física o jurídica respecto 
de la cual haya renunciado el apoderado en el juicio, si éste manifiesta, en la audiencia de conciliación, 
demanda y excepciones, ofrecimiento y admisión de pruebas, mediante escrito previamente 
presentado o personalmente, que renuncia al poder que le fue conferido, ya que ello provoca que en 
esa fase del juicio el mandante quede sin asistencia legal o representación, además, impide que el 
otorgante ejerza su derecho a una defensa adecuada, lo que puede trascender al resultado del fallo, 
en la medida en que la nula representación trae como consecuencia para la actora perder su derecho 
a ofrecer pruebas. Consideraciones que son aplicables a la revocación del mandato realizado por el 
mandante, dado que ésta no sólo termina con la representación, sino que también impide que quede 
satisfecho el presupuesto de la legal representación de una de las partes y según la fase del juicio en 
que esto ocurra, serán las consecuencias perjudiciales. Es así, porque la terminación del mandato 
ocurre a partir del momento en que no se quiere más ser representado por el mandatario, pues el 
mandato supone la confianza del mandante en el apoderado y el interés de que sea éste quien 
gestione su negocio; por tanto, cuando una de las partes no quiere que el mandatario designado 
continúe con esa representación de sus intereses, ello sólo puede significar que ha perdido esa 
confianza. Así, basta que la revocación se haga saber al mandatario y, en su caso, a la autoridad 
jurisdiccional que debe proveer, para que ésta pueda verificar oficiosamente que quien promueve la 
revocación, está legalmente representado en todo tiempo, antes y durante la celebración de las 
audiencias y diligencias que corresponda desahogar en el juicio laboral; en consecuencia, la falta de 
acuerdo oportuno del escrito de revocación del mandato, presentado previamente a la audiencia de 
ley, obstaculiza el correcto desarrollo del juicio, ya que impide que el otorgante ejerza su derecho a 
una defensa adecuada, lo que constituye una de las formalidades esenciales del procedimiento; 
circunstancia que da lugar a la suspensión de la audiencia relativa y, en su defecto, a la reposición del 
procedimiento por parte del órgano de amparo, pues constituye un caso análogo al supuesto en el que 
el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio, en términos del artículo 172, fracción 
XII, en relación con la diversa II, de la Ley de Amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
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LITIS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. CONFORME A ESTE PRINCIPIO, CUANDO SE 
DECLARA ILEGAL LA DECISIÓN DE DESECHAR UN RECURSO, LA SALA ORDINARIA O EL 
PLENO JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DEL ASUNTO, DE CONTAR CON ELEMENTOS PARA 
ELLO, DEBE ANALIZAR LOS AGRAVIOS EXPUESTOS POR EL RECURRENTE EN SEDE 
ADMINISTRATIVA, AUN CUANDO NO LOS HAYA REITERADO EN SU DEMANDA, SEÑALADO 
COMO DEMANDADA A LA AUTORIDAD RECURRIDA, NI INDICADO COMO ACTO IMPUGNADO 
LA DECISIÓN DE ÉSTA. 

 
El artículo 80 de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México prevé el principio de litis 
abierta como rector del juicio contencioso administrativo, cuyas características se comprenden a partir 
de su alcance establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia 2a./J. 32/2003, al analizar ese principio reconocido también en la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, a cuya aplicación supletoria remite el artículo 1 del 
ordenamiento citado en primer término. Ahora bien, si se tiene en cuenta que de conformidad con los 
artículos 1 y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, éste 
se instituye como un tribunal de jurisdicción plena con facultades para conocer de los juicios 
promovidos contra las resoluciones que resuelvan los recursos administrativos y, si con motivo de la 
litis abierta, el promovente puede hacer valer argumentos novedosos que no formuló en sede 
administrativa, entonces, con mayor razón, la Sala ordinaria o el Pleno Jurisdiccional de dicho órgano 
que conozca del asunto, si determina que la resolución que desechó un recurso administrativo es ilegal 
y cuenta con elementos para ello, debe analizar los agravios que el demandante expuso en sede 
administrativa, sin que sea necesario que mencione como autoridad demandada a quien emitió el acto 
recurrido o que señale como acto impugnado a este último, ni que reitere en su demanda los agravios 
que formuló en aquel medio de defensa, pues cuando se impugna la resolución recaída al recurso, 
debe entenderse que también se controvierte la recurrida, formando parte de la litis al igual que los 
agravios que se hicieron valer en su contra, lo que evita reenvíos, en concordancia con el derecho 
fundamental de acceso a la administración de justicia pronta y expedita, previsto en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; máxime que la pretensión del demandante es 
que se dirima a su favor el fondo del asunto planteado y no sólo que se resuelva sobre la procedencia 
del recurso, lo cual es acorde con la finalidad del principio de litis abierta al facultar, en aras del 
principio de expeditez en la administración de justicia, al juzgador contencioso para sustituir a la 
autoridad que tendría que resolver el recurso. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 23 de agosto de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020469  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: III.6o.A.12 A (10a.)  
 
JUICIO EN MATERIA ADMINISTRATIVA EN EL ESTADO DE JALISCO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA NORMAS DE CARÁCTER AUTOAPLICATIVO. 
 
Del artículo 1 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, así como del proceso 
legislativo que le dio origen, se advierte que el legislador local acotó la posibilidad de impugnar las 
disposiciones normativas de carácter general a que no se tratara de leyes emanadas del Congreso 
Estatal, y que la revisión de la legalidad de las disposiciones reglamentarias de carácter administrativo 
será con motivo de los actos de aplicación que realicen las autoridades administrativas, de manera que 
no únicamente los actos, resoluciones u omisiones de la autoridad puedan dar lugar al juicio, sino 
también la ilegalidad de las disposiciones normativas en que se fundan. Por tanto, en el juicio en 
materia administrativa únicamente se pueden impugnar disposiciones normativas heteroaplicativas de 
carácter general distintas de las leyes, con motivo de su primer acto de aplicación; de ahí que sea 
improcedente contra normas de carácter autoaplicativo, como se prevé en la Ley de Amparo. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU PROCEDENCIA NO DEPENDE DE QUE 
LA AUTORIDAD FISCAL LA ESTABLEZCA AL EMITIR UN ACTO, SINO DE LO PREVISTO EN LA 
LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA O EN LA 
JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
 

Cuando la autoridad fiscal señale que contra un acto procede el juicio contencioso administrativo o el 
recurso de revocación, ello no significa que así sea. Lo anterior, porque el artículo 23 de la Ley Federal 
de los Derechos del Contribuyente prevé que éstos tendrán a su alcance los recursos y medios de 
defensa que procedan en los términos de las disposiciones legales respectivas. Bajo esta premisa, es 
la ley la que debe establecer en qué casos procede el recurso de revocación o el juicio contencioso 
administrativo. Por lo mismo, la procedencia o improcedencia de esos medios de defensa no depende 
de que sean otorgados o negados caprichosamente por la autoridad. Además, el precepto mencionado 
dispone que las autoridades fiscales tienen la obligación de indicar a los contribuyentes el recurso o 
medio de defensa procedente en contra del acto correspondiente, el plazo para su interposición y el 
órgano ante el que debe formularse y que, en caso de no hacerlo, contarán con el doble del plazo que 
contengan las normas legales para interponerlos, sin señalar que, en caso de equivocación de la 
autoridad, al afirmar que procede algún medio de defensa cuando no sea así, lo haga procedente. Bajo 
dichas consideraciones, atento al principio que establece que cuando la ley no distingue no debe 
hacerlo el juzgador, la mención errónea de la procedencia del juicio contencioso administrativo federal 
por parte de la autoridad fiscal en sus actos no lo hace procedente, pues debe estarse al artículo 3 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa o a la jurisprudencia de los tribunales 
del Poder Judicial de la Federación que así lo determinen, no a la voluntad del emisor del acto fiscal. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
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INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PARTIR DE LA 
ADMISIÓN DE LA DEMANDA, NO DEJA SIN MATERIA A AQUÉL. 

 
Los artículos 128, 130, 131, 139, 147 y 154 de la Ley de Amparo revelan que la suspensión se 
tramitará en incidente por separado y por duplicado, cuyas resoluciones, aun cuando son medidas 
provisorias en relación con el juicio principal, subsisten en cuanto a sus efectos, porque su objetivo no 
sólo es conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio –al impedir la ejecución de los 
actos reclamados que pudieran ser de imposible reparación–, sino también evitar que se causen al 
quejoso daños inminentes o perjuicios de difícil reparación, así la suspensión provisional tiene vigencia 
hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la definitiva, y ésta 
hasta que se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio, por esa razón, las decisiones tomadas en uno 
no guardan vinculación jurídica con las que se dictan en el otro, porque su tramitación por separado les 
incorpora autonomía e independencia. En ese contexto, la circunstancia de que en el juicio de amparo, 
con motivo de la reposición del procedimiento ordenada en el recurso de revisión interpuesto en contra 
de la sentencia de sobreseimiento, haya quedado insubsistente la admisión de demanda, lo que se 
materializó cuando el Juez de Distrito previno al promovente del amparo para que acreditara la 
personalidad ostentada, con el apercibimiento que, de no hacerlo, se tendrá por no presentada, de ello 
no se sigue que la insubsistencia se extienda hasta el incidente de suspensión, primero, porque las 
determinaciones que se dictan en el principal no trascienden en la incidencia dada la incorporación de 
autonomía e independencia que la Ley de Amparo le atribuye y, segundo, porque el incidente derivó 
del auto que inicialmente admitió la demanda, el cual si bien quedó nulificado para los fines señalados, 
lo cierto es que no está definido, mediante ejecutoria, que la misma deba desecharse, pues sólo los 
efectos de ésta prevalecen sobre los de la suspensión por ser su límite. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
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FACULTAD DE ATRACCIÓN. POR REGLA GENERAL, NO PROCEDE EJERCERLA PARA 
CONOCER DE UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CUANDO EL TEMA A RESOLVER VERSA 
SOBRE ASPECTOS DE CONSTITUCIONALIDAD. 
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 107, fracciones V, último párrafo y IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de 
Circuito al resolver un juicio de amparo directo, son definitivas e inatacables, excepto cuando en ellas 
se decida sobre la constitucionalidad de una norma general, se interprete un precepto constitucional o 
convencional en materia de derechos humanos, o se omita decidir sobre tales aspectos si se hicieron 
valer en la demanda, ya que en tal supuesto, son impugnables a través del recurso de revisión, cuyo 
conocimiento corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de lo que se sigue que el 
ejercicio de la facultad de atracción que tiene conferida para conocer de un juicio de amparo directo, se 
justifica únicamente cuando el tema a resolver verse sobre aspectos de legalidad cuyo análisis dé 
lugar a fijar un criterio excepcional o relevante, no así cuando se refiere a un tema constitucional, 
habida cuenta que, por regla general, podrá resolverlo al conocer del recurso de revisión que, en su 
caso, se interponga contra la sentencia relativa, siempre que ello entrañe fijar un criterio de 
importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 23 de agosto de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020465  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XLVII/2019 (10a.)  
 
FACULTAD DE ATRACCIÓN. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDE 
EJERCERLA PARA CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN EN MATERIA CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA, CUANDO EN LA RESOLUCIÓN RECLAMADA SE REALIZÓ EL CONTROL 
DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que, por regla general, no 
puede atraer para su conocimiento el recurso de revisión previsto en el artículo 104, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que no goza de la misma 
naturaleza del recurso de revisión previsto en la Ley de Amparo, habida cuenta que constituye un 
medio de defensa previsto a favor de las autoridades para defender la legalidad de sus actos. Sin 
embargo, la regla general en comento admite como excepción la atracción de un recurso de revisión 
en materia contenciosa administrativa, cuando en la resolución reclamada se realizó el control difuso 
de constitucionalidad de una norma general y en los agravios se impugna la decisión respectiva, 
siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la naturaleza intrínseca del caso 
revista un interés superlativo reflejado en la relevancia del tema (importancia), así como un carácter 
excepcional o novedoso que entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros 
(trascendencia), de conformidad con lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción VIII del artículo 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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EXPEDIENTE DE UN PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO INTERNO DE CARÁCTER ACADÉMICO 
Y NATURALEZA ADMINISTRATIVA. PARA CONSIDERARSE COMO DATO DE PRUEBA EN EL 
DICTADO DE UN AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, ES INNECESARIO QUE ÉSTE CUMPLA 
CON FORMALIDADES QUE SON PROPIAS DEL PROCEDIMIENTO PENAL. 
 

El expediente formado con motivo de la incoación de un procedimiento disciplinario interno, de carácter 
académico y de naturaleza administrativa, seguido en una institución escolar, para que pueda 
considerarse como dato de prueba en el dictado de un auto de vinculación a proceso, es innecesario 
que ese procedimiento disciplinario cumpla con formalidades que son propias del procedimiento penal, 
como sería que el estudiante sujeto a disciplina estuviera asistido de un defensor al momento de 
comparecer ante las autoridades escolares, ello en virtud de que hasta ese momento procedimental no 
pasa de ser un mero dato de prueba obtenido de los antecedentes de la investigación expuestos ante 
el Juez de control por el Ministerio Público. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ESTÍMULOS POR PUNTUALIDAD Y ASISTENCIA DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. BASE SALARIAL PARA CUANTIFICARLOS. 

 
De la interpretación sistemática de los artículos 91 y 93 del Reglamento Interior de Trabajo y de la 
cláusula 107 del Contrato Colectivo de Trabajo del Instituto Mexicano del Seguro Social, se advierte 
que el día de aguinaldo que debe considerarse para el pago de los estímulos por asistencia y 
puntualidad, es equivalente a un día de sueldo nominal, porque al establecer la cláusula referida que el 
aguinaldo será de tres meses de ese sueldo, el cálculo relativo para determinar un día de aguinaldo es 
el resultado de dividir el monto total de aguinaldo entre 90 días, ya que dicha prestación comprende 
tres meses de salario y no una anualidad; así, dicha operación aritmética genera la equivalencia entre 
un día de salario y un día de aguinaldo para la determinación de aquellos estímulos, que de acuerdo 
con el reglamento citado, consisten en tres días de aguinaldo por quincena para el de asistencia y de 
dos días para el de puntualidad. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ESTÍMULO FISCAL. AL PLAZO PARA SOLICITAR SU DEVOLUCIÓN SON INAPLICABLES LOS 
PRECEPTOS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN RELATIVOS A LA EXTINCIÓN DE LA 
OBLIGACIÓN DE RESTITUIR UN SALDO A FAVOR O UN PAGO DE LO INDEBIDO, AL SER 
FIGURAS DE DISTINTA NATURALEZA. 
 

Los estímulos fiscales son beneficios otorgados por razones no estructurales de la contribución y 
pueden ubicarse entre los denominados gastos fiscales, es decir, los originados por la extinción y 
disminución de tributos, traducidos en la no obtención de un ingreso público; esto es, el estímulo fiscal 
es una acción unilateral del Estado por medio de la cual, en aras de impulsar el desarrollo de cierto 
sector económico, renuncia parcial o totalmente a los tributos que el contribuyente debería generar con 
motivo de la actividad que se pretende impulsar. En contraste, el saldo a favor o el pago de lo indebido 
son adeudos que tiene el Estado a favor del contribuyente, relativos al entero de tributos en cantidades 
superiores a las que aquel tenía derecho a percibir, ya sea por error de cálculo del causante o con 
motivo de la aplicación de la mecánica de la contribución. En estas condiciones, si bien es verdad que 
la devolución de un estímulo fiscal es un derecho exigible por parte del contribuyente, también lo es 
que al tratarse de una concesión unilateral por parte del Estado, no es acorde a derecho equiparar el 
plazo para concretar esa prerrogativa al establecido para pedir la devolución de un saldo a favor o del 
pago de lo indebido, en virtud de que tienen distinta naturaleza; de ahí que es válido que el plazo para 
solicitar la devolución de un estímulo fiscal, conforme a la norma que lo otorgó, sea de un año, sin que 
le sean aplicables los artículos 22 y 146 del Código Fiscal de la Federación, que disponen que el 
crédito fiscal se extingue por prescripción en el plazo de cinco años, así como que la obligación de 
restituir las cantidades pagadas indebidamente prescribe en los mismos términos y condiciones que el 
adeudo tributario, en razón de que los beneficios fiscales si bien generan un derecho a devolver al 
contribuyente los caudales liquidados con motivo de la causación de una contribución, no se trata de 
un adeudo que tiene el Estado a su favor, sino que se conceden por razones extrafiscales o 
parafiscales, con el objeto de estimular determinada actividad productiva nacional, por ello, es acorde 
a derecho que los plazos para que se extinga la obligación de pago sean distintos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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EMPLAZAMIENTO A HUELGA DE UN AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE 
VERACRUZ. CONTRA LA RESOLUCIÓN JURISDICCIONAL QUE LO DECLARA LEGAL 
PROCEDE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL PARA EL EFECTO DE QUE NO SE SUSPENDAN EN 
SU TOTALIDAD LOS SERVICIOS PÚBLICOS QUE PRESTA DICHO ÓRGANO. 
 
El derecho a la huelga de los trabajadores al servicio del Estado es una prerrogativa prevista en el 
artículo 123, apartado B, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
debe ser respetado y garantizado por los órganos del Estado, en especial por los operadores jurídicos, 
como los tribunales de amparo a través de la institución de la suspensión. Así, el acto específico de 
emplazamiento a huelga, por regla general, no puede ser suspendido porque violaría el artículo 128, 
fracción II, de la Ley de Amparo, al constituir una disposición de orden público; sin embargo, cuando se 
trata de un patrón equiparado como es la Federación, los Estados o los Municipios, debe ponderarse 
aquel derecho y el servicio público que, por ejemplo, realizan los Ayuntamientos en beneficio de la 
comunidad, conforme al artículo 115 constitucional, supuesto en el que éste prevalece frente al de 
huelga, a fin de que sí se otorgue la medida suspensional, pero los efectos deben traducirse en que se 
desarrollen las etapas de la huelga, esto es, que se verifique la audiencia de avenimiento y una vez 
realizada ésta, en caso de no existir conciliación, no se lleve a cabo la suspensión total de labores, con 
el alcance específico de que, si es necesario, se fije el número indispensable de trabajadores 
huelguistas obligados a prestar sus labores, con el objeto de que continúen realizando aquellos 
servicios cuya suspensión perjudique la estabilidad y la conservación de las instituciones, o signifique 
un peligro para la salud pública, en términos del artículo 157 de la Ley Número 364 Estatal del Servicio 
Civil del Estado de Veracruz. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. SE ACREDITA SI LOS POLICÍAS QUE DETUVIERON 
A LA PERSONA CUYO PARADERO SE DESCONOCIÓ A PARTIR DE ESE ACTO, NO JUSTIFICAN 
LA OBSERVANCIA DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 
LOS PROTOCOLOS QUE RIGEN SU ACTUACIÓN. 
 
Del artículo constitucional mencionado y de la tesis aislada 1a. CXXXVII/2016 (10a.), se obtiene que 
una vez que es detenida una persona por policías por considerar que está cometiendo un delito o 
inmediatamente después de haberlo cometido –lo que se conoce como flagrancia–, la obligación de 
éstos es presentarla sin demora injustificada ante la autoridad competente, a fin de que determine si es 
correcta la causa que dio lugar a esa detención y definir su situación jurídica, de lo cual debe quedar 
registro –sin estar facultados para realizar acciones relacionadas con la investigación del delito–; 
acorde con ello, en los puntos 4.1., 4.2. y 4.3. del Protocolo de Actuación Policial de la entonces 
Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal (ahora Ciudad de México) para la realización de 
detenciones en el marco del sistema penal acusatorio, publicado el 5 de abril de 2016 en la Gaceta 
Oficial de dicha localidad, no se autoriza que los agentes de seguridad –una vez que efectuaron la 
detención por flagrancia– tengan que evaluar y determinar si presentarán o no al detenido ante la 
autoridad competente, sino que su obligación consiste en conducirlo de inmediato a esta última e 
informar cualquier eventualidad durante la ejecución de dicho acto (como por ejemplo, una emergencia 
médica del detenido o si la patrulla presenta una falla mecánica o sufre un percance vehicular), para lo 
cual: 1) no deben desviarse, así sea para investigar, en este caso, el paradero del denunciante; 2) una 
vez detenido, debe ponerse a disposición de la autoridad ministerial para que ésta: a. evalúe la 
legalidad de la detención; y, b. decida si sigue detenido o es puesto en libertad. Entonces, el hecho de 
que los policías que efectuaron la detención afirmen que dejaron libre al detenido unas calles adelante 
de donde efectuaron la privación de la libertad, por no haber localizado a la persona que lo señaló 
inmediatamente después de cometer un ilícito, no puede llegar a desvirtuar la desaparición forzada de 
persona, como violación de derechos humanos pues, en principio, ello equivale a trasladar a una 
persona detenida a un lugar distinto de las instalaciones de la autoridad competente, lo que está 
proscrito en dicho protocolo, conforme a su punto 1.5., que expresamente así lo dispone. Y, aunque 
esa circunstancia, aparentemente resulta benéfica para el detenido, pues supone que recuperó su 
libertad, no es así, pues al no agotarse el procedimiento establecido en la normativa señalada, no se 
tiene la certeza sobre en qué condiciones físicas y psicológicas se encontraba al momento en que esto 
último ocurrió, pues deja de recabarse el dictamen médico del perito correspondiente; entonces, dado 
que no se tiene la certeza del estado de salud del quejoso y, sobre todo, que no puede demostrarse 
que recuperó su libertad y, en cambio, a partir de su detención se desconoció su paradero y se localizó 
días después en malas condiciones de salud, es atribuible a los remitentes la citada violación de 
derechos humanos, porque al efectuar la detención como agentes estatales, tenían la calidad de 
garantes de la integridad física y psicológica del detenido; por tanto, debían observar las obligaciones 
que constitucionalmente y en el citado protocolo se indican para ese rubro, por lo que es razonable 
atribuir que su actuación generó el desconocimiento del paradero del detenido, pues a partir de ese 
momento los familiares iniciaron su búsqueda. Lo relatado también tiene sustento en lo señalado por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los párrafos 139 y 140 de la sentencia de 23 de 
noviembre de 2009, del Caso Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), pues sostiene que las autoridades que efectúan la 
detención son responsables de salvaguardar los derechos de los detenidos, es decir, atribuyen la 
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calidad de garantes a aquéllas respecto a éstos, pues afirma que el sometimiento de detenidos a 
cuerpos represivos oficiales y agentes estatales que actúen con tolerancia o aquiescencia del Estado y 
que impunemente practiquen actos contrarios a los derechos a la vida e integridad personal –
ocasionando homicidios y tortura, durante su detención, por ejemplo–, representan una infracción al 
deber de prevención de violaciones a los citados derechos, aun en el supuesto de que no puedan 
demostrarse, siendo éste el parámetro que rige lo expuesto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020459  
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Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.P.164 P (10a.)  
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. CUANDO SE RECLAMA EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO, LA CARGA DE LA PRUEBA DE ACREDITAR SU INEXISTENCIA CORRESPONDE A 
LAS AUTORIDADES RESPONSABLES. 

 
De la interpretación del artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, se concluye que tratándose de la 
referida violación de derechos humanos, cuando se demuestra que la detención de la víctima se 
efectuó por agentes estatales, la carga de la prueba de que no está desaparecida corresponde a la 
autoridad; por tanto, es inexacto que a las víctimas directa e indirectas, con el carácter de quejosos, se 
les pida que desvirtúen la negativa de las autoridades responsables, sino que corresponde a estas 
últimas al rendir su informe respectivo demostrar o justificar que revelaron la suerte o paradero de la 
persona interesada, para evidenciar que siempre estuvo comunicada y nunca desaparecida. Lo 
anterior, acorde con lo determinado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los 
párrafos 139, 140 y 166 de la sentencia de 23 de noviembre de 2009 del Caso Radilla Pacheco Vs. 
Estados Unidos Mexicanos (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas) en donde 
estableció que la defensa del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de 
allegar pruebas, cuando es aquél quien tiene el control de los medios para aclarar los hechos 
ocurridos. Asimismo, constata dicha premisa, la circunstancia de que el mencionado tribunal 
interamericano ha considerado que la privación continua de la verdad acerca del destino de un 
desaparecido constituye una forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos y, 
finalmente, en que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. 
XXI/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ACTOS DE TORTURA. OBLIGACIONES POSITIVAS 
ADJETIVAS QUE DEBE CUMPLIR EL ESTADO MEXICANO.", ha determinado que la carga de la 
prueba de, entre otros actos, los tratos crueles e inhumanos, recae en el Estado, por lo que es ilegal 
que se argumente que el quejoso no probó plenamente ese acto para descartarla. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020458  
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DERECHOS POR LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS. EL ACUERDO QUE AUTORIZA 
LA EXPEDICIÓN DE ÉSTAS NO ACREDITA, POR SÍ SOLO, EL PRIMER ACTO DE APLICACIÓN 
DEL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO, PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2017 QUE LOS PREVÉ. 
 
El pago de derechos por la expedición de copias certificadas, previsto en el artículo 27, fracción VI, de 
la Ley de Ingresos del Estado de Jalisco, para el ejercicio fiscal 2017, es de naturaleza 
heteroaplicativa. Por tanto, el acuerdo que autoriza la expedición de dichas copias certificadas no 
acredita, por sí solo, el primer acto de aplicación de esa disposición, a pesar de que la cite, salvo que 
contenga la liquidación correspondiente o el quejoso acredite que se autoliquidó y pagó los derechos 
respectivos. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. LOS MUNICIPIOS Y ORGANISMOS MUNICIPALES 
DEBEN DEMOSTRAR LA INSCRIPCIÓN DE SUS TRABAJADORES EN ALGÚN RÉGIMEN DE 
SEGURIDAD SOCIAL. 

 
Tanto en el artículo 204 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado como en el 13, fracción V, de la Ley del Seguro Social se prevé la opción de incorporación 
voluntaria de los trabajadores de entidades y dependencias de los Estados y sus Municipios a esos 
regímenes de seguridad social. Para ese efecto, se prevé la celebración de convenios entre los 
institutos de seguridad social y las dependencias u organismos, locales y municipales. Asimismo, si el 
legislador de un Estado no sujeta a los Municipios y a los organismos municipales a inscribir 
obligatoriamente a sus trabajadores en el régimen de la ley de seguridad social local, se encuentran 
facultados para incorporarlos voluntariamente a ese régimen local, o a los regímenes de las citadas 
leyes federales. A pesar de que existen esas opciones de aseguramiento voluntario para los 
Municipios y entidades municipales, ello no significa que esos órganos públicos estén eximidos de 
incorporar a sus trabajadores a algún régimen de seguridad social. El mandato contenido en los 
artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción VI, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos únicamente faculta a los Estados para elegir el régimen de protección 
laboral de los apartados A o B de su artículo 123, pero no libera a las entidades federativas ni a los 
Municipios de garantizar el derecho a la seguridad social de sus trabajadores, quienes por el solo 
hecho de estar sujetos a una relación laboral tienen derecho a la seguridad social, y los tribunales 
deben velar para que la falta de previsión legislativa de un régimen obligatorio de los trabajadores 
municipales no los deje sin la protección de su derecho a incorporarse a un régimen de seguridad 
social. Ese mismo sentido debe darse a la aplicación de la jurisprudencia 2a./J. 100/2011 de esta 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que se sostuvo que es 
indispensable ese convenio para que proceda la inscripción individual de algún trabajador municipal en 
el régimen especial del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
pero ese criterio no exime a los Municipios u organismos municipales de la obligación de otorgar 
seguridad social a sus trabajadores y, en su caso, de celebrar esos convenios. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DOCUMENTAL PÚBLICA. TIENE EFICACIA PROBATORIA PRIVILEGIADA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (ABROGADO). 

 
Los documentos públicos están definidos por el artículo 129 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles como aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro de los límites de su 
competencia, a un funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios 
públicos, en el ejercicio de sus funciones; además, dicho precepto establece que la calidad de públicos 
se demuestra por la existencia regular sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos 
exteriores que, en su caso, prevengan las leyes. Esa definición legal hace patente que los documentos 
públicos a que se refiere el artículo 280 del Código Federal de Procedimientos Penales (abrogado) 
tienen una eficacia probatoria privilegiada debido a que poseen dos requisitos de carácter esencial, a 
saber: a) la autoría pública que deriva de la legitimación de su autor y b) la forma pública que es 
exigida por la propia ley. Es por ello que, en relación con la valoración de la documental pública, el 
juzgador debe verificar, como aspectos fundamentales, la autenticidad del documento y lo que se 
pretende probar (eficacia probatoria). Así, tales elementos están íntimamente relacionados en virtud de 
que la eficacia del documento público depende, en primer plano, de su autenticidad, pues 
regularmente la documental pública tiene el carácter de prueba tasada o legal respecto de 
determinados extremos, como son la existencia del documento, la fecha de su emisión, el funcionario 
que lo emitió y los intervinientes. Por esa circunstancia, la doctrina ha considerado que el documento 
público goza de eficacia privilegiada, la cual no puede ser ignorada por el juzgador al momento de 
valorarlo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DOCUMENTAL PÚBLICA. SU EFICACIA PROBATORIA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 290 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, NO ES INCONSTITUCIONAL. 
 

Tratándose de la prueba documental pública preconstituida con valor pleno tasado en la ley, se 
identifican dos dimensiones: a) formal o adjetiva, que se relaciona con el trámite procesal que el 
legislador diseñó para establecer cuándo se está en presencia de una documental pública, es decir, 
con la autenticidad del documento y, b) sustancial o material que compete al contenido de la 
documental, esto es, lo declarado, realizado u ocurrido ante la presencia del funcionario público, cuya 
veracidad también puede ser desvirtuada en juicio. Esta última connotación cobra especial relevancia 
por su estrecha relación con el alcance o eficacia del documento público al ser valorado por el 
juzgador, es decir, verificar el contenido material del documento a la luz del hecho que se pretende 
probar. Es por ello que, la categoría de valor tasado de la prueba documental no es suficiente para 
acreditar la veracidad intrínseca de las manifestaciones que contiene el documento, puesto que dicho 
contenido estará sujeto a la valoración del Juez en torno a si existe concordancia entre el contenido del 
documento con la realidad, por lo que no es del todo acertado admitir que el documento tendrá 
prevalencia sobre los demás medios de prueba. Por tanto, aun cuando se trate de una documental 
pública, dicho elemento de convicción no debe prevalecer sobre las demás pruebas, y por sí sola no 
es suficiente para relevar al Juez de la obligación de valorar el acervo probatorio de manera conjunta, 
pues el juzgador sólo estará vinculado respecto de sus elementos formales, por lo que las 
afirmaciones contenidas en el documento público, deberán ser valoradas por el juzgador en una 
apreciación conjunta con el resultado de las demás pruebas, lo que se corrobora con el contenido del 
artículo 290 del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, el cual dispone que los 
tribunales en sus resoluciones expondrán los razonamientos que hayan tomado en cuenta para valorar 
jurídicamente la prueba, esto es, faculta al juzgador para determinar su alcance probatorio, entre ellas, 
la documental pública. De tal forma que, el sistema de valoración legal no constituye obstáculo alguno 
o restricción al juzgador para valorar la documental pública en torno a su dimensión sustancial o 
material. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DOCUMENTAL PÚBLICA. EL VALOR PROBATORIO QUE ASIGNA EL ARTÍCULO 280 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, NO ES CONTRARIO AL PRINCIPIO DE 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR PROBATORIO O REGLA DE 
JUICIO. 
 

En virtud del carácter racional de la prueba, la presunción de inocencia en esta vertiente puede 
entenderse como una norma que ordena a los Jueces la absolución de los inculpados cuando durante 
el proceso no se han aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la 
responsabilidad de la persona. Así, para poder considerar que existen indicios que constituyan prueba 
de cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia, el Juez debe, entre otras cosas, 
cerciorarse al valorar el material probatorio disponible que estén desvirtuadas las hipótesis de 
inocencia efectivamente alegadas por la defensa en el juicio y, al mismo tiempo, descartar la existencia 
de contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por 
la parte acusadora. Por tanto, el artículo 280 del Código Federal de Procedimientos Penales, no es 
contrario al principio de presunción de inocencia en su vertiente de estándar probatorio, pues el hecho 
de que disponga que la documental pública goza de pleno valor probatorio, no implica que el Juez deje 
de observar las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerarla suficiente 
para condenar (existencia del delito y la responsabilidad de la persona), y a qué parte debe perjudicar 
procesalmente el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba. Luego, la aludida regla de 
valoración que prevé el precepto impugnado, no supone en ningún caso que se esté relevando de la 
carga de la prueba al órgano acusador, por el contrario, la presunción de inocencia sólo se enerva en 
la medida en que existan pruebas suficientes que acrediten la responsabilidad penal, ya que la 
hipótesis de la acusación sólo puede estar probada suficientemente si al momento de valorar el 
material probatorio se analizan conjuntamente los niveles de corroboración tanto de la hipótesis de 
culpabilidad propuesta por la acusación como de la hipótesis de inocencia alegada por la defensa. Por 
lo que, aun cuando la documental pública haga prueba plena como instrumento de cargo, el derecho a 
la presunción de inocencia en su vertiente de estándar de prueba obliga al juzgador a valorar el 
material probatorio disponible para cerciorarse de que estén desvirtuadas las hipótesis de inocencia 
efectivamente alegadas por la defensa en el juicio y, al mismo tiempo, descartar la existencia de 
contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por la 
parte acusadora. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DOCUMENTAL PÚBLICA. EL VALOR PROBATORIO QUE ASIGNA EL ARTÍCULO 280 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, ABROGADO, NO ES ABSOLUTO. 

 
El valor pleno de la prueba documental pública que le confiere el artículo 280 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, abrogado, no es absoluto, ya que si bien los documentos públicos hacen 
prueba plena, tal categoría puede ser desvirtuada por las partes, ya que tienen la oportunidad de 
objetarlos de falsos y pedir su cotejo con los originales existentes en los archivos, esto es, confiere 
oportunidad a quien los impugna de aportar las pruebas o agotar los medios pertinentes para 
desvirtuarlos. Así, el valor legal que se asigna a la documental pública, en torno a que hace prueba 
plena, goza de una presunción de validez, que las partes tienen el derecho de demostrar su falsedad, 
pues cuando existe colisión entre el documento público con otros medios de prueba, la veracidad del 
documento puede desvirtuarse mediante la valoración de una prueba en contrario. Por lo que, el 
documento público hace prueba plena hasta en tanto no sea demostrada su falsedad, luego, tal valor 
corresponde a un aspecto de autenticidad no de eficacia probatoria, ya que la falsedad del documento 
está en función de verificar los requisitos formales de su emisión como la autoría del documento por un 
funcionario público, revestido de fe pública, dentro de sus límites de competencia, y que la calidad de 
público se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, los sellos, firmas u otros signos 
exteriores que, en su caso, prevengan las leyes, tal como se advierte del artículo 129 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. En ese orden de ideas, si bien se ha asociado la expresión prueba 
plena con el documento público, como una regla legal de valoración, ese término no debe entenderse 
dirigido a su eficacia o alcance probatorio, sino que se limita a una dimensión formal o adjetiva de la 
prueba, es decir, a la protección de la documental pública respecto de sus elementos formales frente a 
su imputación basada en otros medios de prueba 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO. NO SE ACTUALIZA DICHA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, SI SE PROMUEVE CONTRA LA DESAPARICIÓN 
FORZADA DE PERSONAS, Y DURANTE SU TRÁMITE SE LIBERA O APARECE LA PERSONA 
DESAPARECIDA. 
 
El artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo establece que el juicio de amparo es improcedente 
cuando cesan los efectos de los actos reclamados; hipótesis que no se actualiza si se reclama la 
desaparición forzada de personas y durante el trámite del juicio se libera o aparece la persona 
desaparecida, ya que esa circunstancia no vuelve las cosas al estado en que se encontraban, como si 
no hubieran existido las violaciones que produjo dicho acto, pues subsiste la materia para analizar y 
reparar los derechos humanos transgredidos –por el carácter pluriofensivo que tiene este acto, entre 
otros, a la dignidad humana, integridad personal psíquica y moral de las víctimas, el acceso a la 
jurisdicción para conocer la verdad sobre las circunstancias en que ocurrieron los actos reclamados y 
el reconocimiento de la personalidad jurídica–, lo cual es posible alcanzar, porque el artículo 77 de la 
Ley de Amparo debe interpretarse a la luz del artículo 1o. de la Constitución Federal –en la parte que 
establece la obligación del Estado de reparar las violaciones a los derechos humanos–, para estimar 
que mientras haya consecuencias por la inobservancia de esas prerrogativas, hay materia para 
analizar el controvertido constitucional con el fin de velar por una reparación integral; además, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 112/2017 
(10a.), así lo ha señalado, al considerar que el restablecimiento de la dignidad humana –que se afecta 
con la violación de derechos humanos, dentro de los cuales se encuentra la desaparición forzada de 
personas– es el objetivo último de la reparación integral. Esta postura también tiene respaldo en el 
artículo 21 de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, que ratificó el Estado Mexicano el 15 de enero de 2008 y cuyo decreto se 
publicó el 22 de junio de 2011, en el Diario Oficial de la Federación, pues dispone que deben 
adoptarse las medidas necesarias para garantizar la integridad física y el pleno ejercicio de los 
derechos de las personas en el momento en que sean liberadas, lo que denota que pervive la materia 
de dicha violación, no obstante ese estatus de la víctima; y acorde con esa disposición, el numeral 24 
de este último ordenamiento indica que tanto las personas desaparecidas como aquellas que hayan 
sufrido un perjuicio directo como consecuencia de ese acto, tienen el derecho de conocer la verdad 
sobre las circunstancias de esa desaparición forzada, la evolución y los resultados de la investigación, 
así como la suerte de la persona desaparecida; a la reparación (de los daños materiales y morales) y a 
una indemnización rápida, así como a la restitución, readaptación, satisfacción –lo que incluye el 
restablecimiento de la dignidad y la reputación– y las garantías de no repetición, lo que enfatiza la 
premisa de que la liberación de la víctima no satisface los requisitos de dicha causa de improcedencia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. EL OFRECIMIENTO DE PRUEBAS QUE CAREZCAN DE 
CONTENIDO PROPIO (CONFESIÓN JUDICIAL Y PRESUNCIONAL), ES INSUFICIENTE PARA 
EVITAR LA CONDENA A SU PAGO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN I, DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO. 
 
La citada porción normativa prevé que siempre será condenado en costas el que ninguna prueba rinda 
para justificar su acción o su excepción, si se funda en hechos disputados. Esta disposición está ligada 
con el principio dispositivo que rige en materia mercantil, conforme al cual corresponde a las partes la 
carga de probar sus afirmaciones, y tiene como objeto sancionar a quien abuse del derecho a accionar 
o defenderse, mediante la formulación de pretensiones que carezcan de un respaldo probatorio 
mínimo para emprender un estudio de fondo pues, dicha conducta procesal, activa innecesariamente 
la maquinaria judicial, al distraer la atención del juzgador mercantil de los casos que sí ameriten un 
análisis pormenorizado del caudal probatorio. Además, en atención al sistema de compensación e 
indemnización acogido en la citada fracción, con la condena en costas se busca retribuir a quien haya 
sido llamado a un procedimiento que, ante la falta de pruebas, evidentemente resultará infructuoso, así 
como a quien se vea afectado por la prolongación innecesaria de la controversia derivada de la 
oposición de excepciones y defensas inocuas. En ese sentido, resulta insuficiente para evitar la 
condena a costas en términos de la fracción I del numeral citado, el ofrecimiento de pruebas realizado 
por el actor que carezcan de contenido propio, como lo son la confesión judicial y presuncional, cuando 
éstas sólo se sustenten en las manifestaciones que, en todo caso, vierta el demandado y lo que llegara 
a desprenderse de las constancias que obran en autos, respectivamente, lo anterior, sin aportar el 
documento base de la acción o cualquier otro elemento de convicción que, por sí mismo, se dirija a 
revelar la existencia de la relación jurídica en la que el demandante basa sus pretensiones. Esto, 
porque la eficacia de las pruebas que carezcan de contenido propio se hace depender de lo que 
eventualmente se incorpore a las actuaciones o al caudal probatorio, por lo que su ofrecimiento por 
parte del actor no basta para tener por rendidas las pruebas que justifiquen su acción sino que, para 
ello, es menester que legitime su reclamo con sustento en otras que sean autosuficientes. De 
considerar lo contrario, bastaría con que la parte actora ofreciera cualquier prueba que careciera de 
contenido propio, para así evitar ser condenada al pago de costas, ello en perjuicio de los intereses 
patrimoniales del demandado que, para producir su defensa, tuvo que pagar honorarios al abogado 
que contrató. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CONCURSO MERCANTIL. SI SE PACTARON LA QUITA Y ESPERA O UNA COMBINACIÓN DE 
AMBAS, SÓLO SERÁN APLICABLES EN AQUELLOS CASOS EN QUE EN EL CONVENIO 
CONCURSAL LOS ACREEDORES COMUNES QUE SÍ LO SUSCRIBIERON, HAYAN RECIBIDO 
ESAS CONDICIONES. 
 
De la interpretación sistemática del artículo 159 de la Ley de Concursos Mercantiles se colige que la 
espera puede entenderse como el aplazamiento que el acreedor concede al deudor para que éste 
efectúe la liquidación de un crédito. Por su parte, la quita puede definirse como la remisión o liberación 
de la deuda o parte de ésta que hace el acreedor al deudor. Por tanto, la espera o la quita no 
constituyen o pueden traducirse en formas de pago de un crédito reconocido, puesto que sólo se trata 
dos modalidades, mediante las cuales el deudor puede no realizar, o bien, retardar el pago de ese 
crédito. Es decir, éstas son dos formas de pago de un crédito reconocido que tiene la comerciante 
concursada para no realizarlo o para retardarlo: En tanto que ese precepto será aplicable cuando para 
al menos el 30% de los acreedores comunes que sí firmaron el convenio concursal y se haya pactado 
alguna de esas condiciones. Entonces, cuando los acreedores reconocidos firman un convenio 
concursal en el que se haya pactado que se lleve a cabo el pago mediante un aumento de capital 
social conforme al artículo 155 de la propia ley, o de alguna otra forma distinta que no traiga consigo 
una espera, quita o combinación de ambas, para al menos el 30% de los acreedores comunes que sí 
firmaron el convenio concursal, el artículo 159 no puede aplicarse, a menos de que en el convenio se 
hayan acordado esas modalidades para todos los acreedores, pero si no fue así no resultan aplicables 
para quienes no lo suscribieron, puesto que éste es obligatorio, tanto para los acreedores que lo 
firmaron como para los ausentes y disidentes. Sostener lo contrario, implicaría que la concursada 
tendría que suscribir el convenio concursal con los acreedores que deseen suscribirlo y otra forma de 
negociar con los disidentes en cuanto a la quita y espera, lo que se traduciría en dos convenios 
distintos respecto a acreedores pertenecientes a una misma categoría, contrariando la finalidad del 
concurso mercantil que es preservar a la empresa, mediante el convenio concursal. 
Consecuentemente, si se pactaron la quita y espera o una combinación de ambas, sólo serán 
aplicables en aquellos casos en que en el convenio concursal los acreedores comunes que sí lo 
suscribieron, hayan recibido esas condiciones. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CONCURSO MERCANTIL. SI LOS ACREEDORES COMUNES ACEPTARON Y NO SUSCRIBIERON 
LA PROPUESTA DE CONVENIO, CONFORME AL ARTÍCULO 157 DE LA LEY DE LA MATERIA, 
ESTÁN OBLIGADOS A ACEPTAR LAS CONDICIONES DE LA MAYORÍA DE LOS ACREEDORES 
RECONOCIDOS QUE SÍ LO FIRMARON. 
 
El convenio concursal es el acuerdo de voluntades entre el comerciante y aquellos acreedores 
reconocidos que deberá suscribirse en la etapa de conciliación. Para su validez y aplicación general 
requiere de aprobación judicial; sus términos son de libre pacto entre las partes, siempre que 
observen, para tal efecto, lo dispuesto en la Ley de Concursos Mercantiles. Así, el artículo 157 de ésta, 
regula el porcentaje de acreedores reconocidos que deben suscribir el convenio para que éste sea 
considerado eficaz, esto es, el cincuenta por ciento más uno; mientras que el diverso artículo 158, 
establece qué porcentaje de acreedores reconocidos comunes, es decir, que se considerarán 
suscriptores del convenio, al actualizarse los supuestos de pago previstos en sus tres fracciones, será 
el de la totalidad de los acreedores reconocidos comunes, es decir, el cien por ciento. De manera que 
si el convenio concursal dispone el pago de los créditos de los acreedores reconocidos comunes bajo 
los supuestos previstos por alguna de las tres fracciones del artículo 158 referido, no se requerirá 
negociación alguna y, mucho menos, de la firma de ningún acreedor reconocido común, puesto que la 
suscripción del convenio será automática para la totalidad de dichos acreedores, es decir, no será 
necesario que se cumpla con los requisitos señalados por el artículo 157 invocado, el cual dispone que 
para ser eficaz, el convenio deberá ser suscrito por el comerciante y sus acreedores reconocidos que 
representen más del cincuenta por ciento de la suma de: (i) El monto reconocido a la totalidad de los 
acreedores reconocidos comunes y subordinados; y, (ii) El monto reconocido a aquellos acreedores 
reconocidos con garantía real o privilegio especial que suscriban el convenio, sino que, de facto, se 
considerará suscrito. Ahora bien, cuando no se pacta el pago de los créditos comunes de acuerdo a 
cualquiera de las tres maneras señaladas en el artículo 158 sí es necesario que el convenio concursal 
cumpla con el porcentaje señalado en el artículo 157 para su aprobación, en cuyo caso deberá 
establecer el pago de los créditos de los acreedores comunes que no hayan suscrito el convenio 
concursal en los mismos términos y condiciones para todos aquellos acreedores reconocidos de la 
misma clase que sí lo hayan suscrito. En ese orden, se sostiene que conforme al principio democrático 
y atento a la naturaleza del concurso mercantil, si los acreedores comunes aceptaron y no suscribieron 
la propuesta del convenio conforme al artículo 157 citado, entonces están obligados a aceptar las 
condiciones de la mayoría de los acreedores reconocidos que sí lo firmaron. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CONCURSO MERCANTIL CON PLAN DE REESTRUCTURA. REQUISITOS PARA SU TRÁMITE. 
 
Los artículos 339 a 342 de la Ley de Concursos Mercantiles disponen que la solicitud de concurso mercantil 
con plan de reestructura se admitirá cuando ésta la suscriba el comerciante con los titulares d e cuando 
menos la mayoría simple del total de sus adeudos, para lo cual bastará con que el comerciante manifieste 

bajo protesta de decir verdad: i) Que las personas que firman la solicitud representan esa mayoría simple; ii) 
Que se encuentra dentro de los supuestos de los artículos 10 y 11 de la ley concursal; y, iii) Que la solicitud 
venga acompañada de una propuesta de plan de reestructura de pasivos del comerciante firmada por los 
acreedores reconocidos en la fracción II del artículo 339 citado. Reunidos los requisitos previstos, el Juez 
dictará la sentencia que declare el concurso mercantil con plan de reestructura, en la inteligencia de que en 
dicho procedimiento especial es innecesario que se designe visitador, como sí es indispensable que se 
haga en un concurso mercantil ordinario. Lo anterior, dado que precisamente en dicha solicitud de concurso 
se debe acompañar la propuesta del plan de reestructura. La sentencia que declare el concurso mercantil 
deberá reunir los requisitos que exige el artículo 43 de la Ley de Concursos Mercantiles, y a partir de ese 
momento el procedimiento de concurso mercantil con plan de reestructura se tramitará como un concurso 

mercantil ordinario, con la única salvedad de que el comerciante o, en su caso, el conciliador, debe rá 
presentar a votación y subsecuente aprobación judicial el plan de reestructura exhibido con la solicitud. En 
un procedimiento concursal ordinario el conciliador es designado por el Instituto Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles, cuya función principal es conducir el reconocimiento de créditos y procurar la 
celebración de un convenio con el que culmine el concurso mercantil. En tanto que en el procedimiento 
concursal con plan de reestructura previo, por su naturaleza, busca que el procedimien to se acorte 
significativamente mediante la propuesta de plan de reestructura, a fin de lograr en un corto tiempo la 
conciliación a través de la celebración del convenio concursal con el que termine el concurso, porque la 
solicitud que debe acompañarse al plan de reestructura previo constituye la preparación del convenio. Es 
una especie de concurso abreviado en el que el comerciante y los acreedores que refiere la fracción II del 

artículo 339 invocado, podrán designar de común acuerdo a persona física o mor al que no figure en el 
registro del instituto y que deseen que funja como conciliador, conviniendo con él sus honorarios. Es así 
como el conciliador juega un papel importantísimo en el procedimiento concursal con plan de reestructura 
previo para lograr la celebración de un convenio concursal con el objeto de proteger la masa concursal y 
para la salvaguarda de todos los derechos de los acreedores reconocidos, como se encuentra regulado en 
el artículo 148 de la ley citada. Ahora bien, con la sentencia de aprobación del convenio se dará por 
terminado el concurso mercantil y, en consecuencia, dicho convenio y la sentencia que lo aprueba, 
constituirán el único documento que rija las obligaciones a cargo del comerciante con respecto a los 
créditos reconocidos (artículo 166 de la Ley de Concursos Mercantiles). Lo afirmado es así, ya que la 
intención del legislador conforme a la exposición de motivos de la ley concursal fue en que el Juez fuera 

auxiliado por el conciliador cuya función principal es buscar un arreglo entre el comerciante y sus 
acreedores reconocidos y regular que el concurso mercantil mediante la celebración de un convenio pueda 
resolverse con mayor agilidad. Para ello se dio lugar a concursos con pactos preconvenidos, es decir, al 
procedimiento de concurso mercantil con plan de reestructura previo, así como la posibilidad de que éste 
constituya el convenio impulsado por el conciliador, haciendo mucho más fácil la toma de decisiones que se 
requieran en la conciliación como, en el caso, la aprobación del convenio. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 160 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA 
LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS, AL ESTABLECER QUE SU EXISTENCIA SE 
ACREDITARÁ ÚNICAMENTE CON LA DESIGNACIÓN QUE HAGA EL MILITAR DE LA PERSONA 
INTERESADA COMO CONCUBINA O CONCUBINARIO ANTE EL INSTITUTO O LA SECRETARÍA 
DE LA DEFENSA NACIONAL O MARINA, VULNERA EL MANDATO DE PROTECCIÓN A LA 
FAMILIA Y EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
 

El reconocimiento del concubinato como una institución fundadora de la familia tiene como fin proteger 
a las personas que deciden tener una vida en común con intención de permanencia, estabilidad y 
ayuda mutua, como si fuese un matrimonio y, por tanto, es fuente del derecho a la seguridad social; de 
ahí que su configuración, como supuesto de procedencia de la pensión de viudez o de cualquier otra 
prestación económica y en especie, precisa garantizar al interesado la oportunidad de acreditar su 
calidad de concubina o concubinario. En ese contexto, debe estimarse que el citado precepto legal, en 
cuanto establece que la relación de concubinato se acreditará únicamente con la designación que el 
militar haya realizado de la persona interesada como concubina o concubinario ante el Instituto de 
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, o a la Secretaría de la Defensa Nacional o 
Marina, sin que sea admisible otro medio de prueba, vulnera el mandato de protección a la familia que 
prevé el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Mexicanos, en tanto anula el derecho de 
prueba que le asiste a la persona que considera tener ese carácter, cuando el militar –por descuido o 
negligencia– omite realizar la designación respectiva o actualizar la información correspondiente, con 
lo cual se vulnera también el derecho de audiencia que tutela el artículo 14 del referido ordenamiento 
constitucional, puesto que al impedir que el interesado ofrezca los medios de prueba que estime 
conducentes para demostrar la existencia del concubinato con el militar fallecido y, en consecuencia, 
su derecho a las prestaciones económicas y en especie que deriven de la muerte de aquél, lo deja en 
estado de indefensión, al no garantizarle una adecuada defensa en caso de tener que demandar o 
defender en juicio el derecho de que se trata; lo que cobra relevancia al tener en cuenta que el 
otorgamiento de la pensión de viudez no puede supeditarse a la voluntad del militar, ni es 
jurídicamente factible aceptar que éste puede mantener, a un mismo tiempo, dos o más relaciones de 
concubinato y, menos aún, que ante tal situación, la pensión deba concederse indefectiblemente a la 
persona que hubiese designado como su concubina o concubinario ante el Instituto o ante la 
Secretaría de la Defensa Nacional o Marina, en tanto que su objeto es garantizar la subsistencia de la 
persona con la que hizo vida marital hasta la fecha de su deceso, no así la de cualquier otra con la que 
haya mantenido una relación de pareja, aunque hubiesen vivido juntos por algún tiempo o hayan 
procreado hijos en común. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA A 
ENTREGAR LOS BILLETES DE DEPÓSITO CONSIGNADOS ANTE EL DIRECTOR DE 
CONSIGNACIONES CIVILES DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. 
CORRESPONDE A UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL Y NO A UNO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 24/2009, de 
rubro: "COMPETENCIA POR MATERIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
ESPECIALIZADOS. DEBE DETERMINARSE ATENDIENDO A LA NATURALEZA DEL ACTO 
RECLAMADO Y DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, Y NO A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS FORMULADOS.", sostuvo que para fijar la competencia por materia de los Jueces de Distrito 
debe tomarse como base la naturaleza del acto reclamado y de la autoridad responsable. Ahora bien, los 
artículos 52 y 54 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación regulan la competencia objetiva de 
los órganos del Poder Judicial de la Federación, específicamente de los Juzgados de Distrito en Materia 
Administrativa y en Materia Civil, destacando que el artículo 52 citado, establece el catálogo de hipótesis en 

que será competente el Juzgado de Distrito en Materia Administrativa, en tanto que el 54, fracción III, 
reconoce la vis atractiva especial, consistente en que el Juez de Distrito en Materia Civil será competente 
en aquellos asuntos que no estén expresamente reconocidos en los artículos que regulan los supuestos de 
competencia establecidos para las materias administrativa, penal y laboral. Por su parte, los artículos 170, 
fracción II, 172 y 173 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal abrogada, 
señalan que la Dirección General de Procedimientos Judiciales se integra, entre otras, por la Dire cción de 
Consignaciones Civiles, con competencia para conocer de las diligencias preliminares de consignación, 
reguladas en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, mientras que del Manual de Organización de la Dirección de Consignaciones Civiles del Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México destaca como facultades del director referido, las de llevar a 

cabo todas aquellas actividades relacionadas con la recepción, registro, resguardo y ent rega de las 
cantidades exhibidas mediante certificados de depósito y/o cosas consignadas para el cumplimiento de 
obligaciones, conforme a los preceptos y normativa vigentes. En ese contexto, si bien es cierto que la 
autoridad señalada como responsable puede considerarse de naturaleza administrativa, porque forma parte 
del organigrama del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México y no ejerce facultades 
jurisdiccionales formal ni materialmente, no lo es menos que sus facultades implican conocer el 
procedimiento de las diligencias preliminares de consignación, que por antonomasia constituye un trámite 
mediante el cual se exhiben recursos económicos para liberarse de obligaciones de carácter civil que 
eventualmente deberán resolverse en la vía jurisdiccional ante los Jueces del propio tribunal al que 
pertenece dicha dirección. Atento a ello, se estima que el Juez de Distrito en Materia Civil es quien tiene 

competencia para conocer y resolver la demanda de amparo promovida contra la negativa a entregar los 
billetes de depósito consignados ante el director de Consignaciones Civiles del Tribunal Superior de Justicia 
de la Ciudad de México y no un Juez en materia administrativa, pues la génesis del acto reclamado y la 
facultad de actuación de la autoridad responsable derivan de la competencia que le reconoce la norma 
procesal civil local y el objetivo específico de auxiliar en los procesos jurisdiccionales en el Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad de México. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 23 de agosto de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020442  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXV/2019 (10a.)  
 
COMATERNIDAD. ES UNA FIGURA REFERIDA A LA DOBLE FILIACIÓN MATERNA EN UNIONES 
FAMILIARES HOMOPARENTALES. 

 
El derecho fundamental a la protección del desarrollo y organización de la familia reconocido en el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comprende a todo tipo de 
uniones familiares, entre ellas, las homoparentales conformadas por personas del mismo sexo. En ese 
sentido, todas las personas sin distinción de género u orientación sexual tienen el derecho a formar 
una familia, y si es su deseo, acceder a la procreación y crianza de hijos propios, adoptados, gestados 
mediante el uso de técnicas de reproducción asistida, o procreados por uno de ellos. Ahora bien, la 
comaternidad es una figura propia de la unión familiar homoparental constituida por dos mujeres, que 
se refiere a la doble filiación materna, por virtud de la cual la pareja de mujeres se encarga del cuidado 
bajo su seno de uno o más hijos, como cualquier otro ejercicio de crianza parental, aun cuando una de 
ellas o ambas no tengan un vínculo genético con el hijo o hijos. Este ejercicio de procreación y/o 
crianza de hijos debe reconocerse al tenor del citado derecho constitucional cuya protección se 
extiende a toda clase de familia, teniendo en cuenta que lo relevante en el ejercicio de los deberes 
parentales es que éstos se realicen en un ambiente de amor y comunicación con los menores de edad, 
brindándoles una sana educación para la vida, de la manera más informada posible, que contribuya a 
su sano desarrollo integral, y tales caracteres exigibles en la crianza de los hijos no están 
determinados por el género o las preferencias sexuales de quienes la realizan, ni por la existencia de 
vínculos genéticos entre las personas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO TRATÁNDOSE DE AUTOTRANSPORTISTAS. ES DE MALA FE SI 
EL PATRÓN NO ESPECIFICA EL DÍA DE DESCANSO SEMANAL Y LO DEJA A ELECCIÓN DEL 
CHOFER. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. CXC/2001, de 
rubro: "TRABAJO DE AUTOTRANSPORTES. EL ARTÍCULO 257 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, NO RESULTA VIOLATORIO DEL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIONES I Y XI, 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", determinó que las reglas previstas en los artículos 256 a 264 de 
la Ley Federal del Trabajo, que regulan el trabajo de autotransportes, obedecen a su especial 
naturaleza, ya que no puede precisarse exactamente, de antemano, la jornada ordinaria de labores ni 
el tiempo que dure el viaje; además, el patrón no puede inspeccionar el tiempo laborado en la forma 
que se hace con las actividades desempeñadas en un mismo sitio, donde puede vigilarse el inicio y 
término de la jornada con regularidad, motivo por el cual se requiere que las partes acuerden 
previamente, a través de un convenio o contrato, las condiciones en que se desarrollará esa relación 
laboral; sin que ello traiga como consecuencia que se les permita pactar condiciones que sean 
contrarias a las establecidas en la ley. Así, tratándose de los operadores de vehículos automotores del 
servicio de autotransporte, la jornada de labores no debe quedar indefinida, pues aun cuando perciban 
sus ingresos conforme al número de viajes, boletos o fletes que realicen, ello no es una razón 
suficiente para que el patrón no les especifique su día de descanso, ya que atendiendo a la naturaleza 
de sus labores debe procurarse que su jornada no sea extenuante ni implique un riesgo para su 
persona ni para aquellas que transitan en las carreteras, de ahí que habrán de contar con un día de 
descanso definido, que el patrón debe reconocer, respetar y pagar, en aras de no incurrir en 
arbitrariedades y permitir al trabajador planear su vida privada. En consecuencia, si la demandada 
realiza el ofrecimiento del trabajo sin precisar el día de descanso semanal y expresamente lo deja a 
elección del chofer, debe calificarse de mala fe por falaz, pues aun cuando en un primer momento 
pareciera que es beneficioso, no lo es siguiendo la elemental lógica material de que un trabajador debe 
prestar sus servicios cuando se le requiera y no cuando él lo considere pertinente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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ADMISIÓN DE PRUEBAS EN LA AUDIENCIA INTERMEDIA DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. 
POR REGLA GENERAL, EL ACUERDO RELATIVO NO CAUSA UN PERJUICIO IRREPARABLE 
PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

 
Acorde con lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo 
en revisión 907/2016, la procedencia del amparo indirecto, en términos del artículo 107, fracción V, de 
la Ley de Amparo, está supeditada a que el acto reclamado sea de imposible reparación, entendido 
como tal, el que genere una afectación material a un derecho sustantivo que de forma inmediata deba 
ser revisado. A partir de las anteriores premisas, se estima que el acuerdo de admisión de los medios 
de prueba que conforme al nuevo sistema penal tiene lugar en la etapa intermedia, constituye un acto 
intraprocesal que afecta derechos adjetivos que, por regla general, no causa un perjuicio irreparable, lo 
que por sí solo hace improcedente el juicio de amparo, sin que para ello deba ponderarse si es 
impugnable o no en el juicio de amparo directo que en su oportunidad se promueva contra la sentencia 
definitiva, porque esa hipótesis no comprende un parámetro que influya para desestimar dicha causal, 
según la actual Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO. 
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ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO (AFORES). GÉNESIS Y CARACTERÍSTICAS 
DEL NOMBRAMIENTO DEL OFICIAL DE CUMPLIMIENTO DE SU COMITÉ DE COMUNICACIÓN Y 
CONTROL. 

 
El objeto de las Disposiciones de carácter general a que se refieren los artículos 108 Bis de la Ley de 
los Sistemas de Ahorro para el Retiro y 91 de la Ley de Sociedades de Inversión –actualmente Ley de 
Fondos de Inversión–, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 14 de mayo de 2004, es 
fortalecer las reglas para prevenir, detectar y reportar, respecto de las Administradoras de Fondos para 
el Retiro (AFORES) en los depósitos o disposición de aportaciones voluntarias o complementarias de 
retiro, los actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación 
de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal, o 
que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo ordenamiento –en su texto 
vigente hasta el 14 de marzo de 2014–. Ahora, dentro de las acciones que las AFORES están 
obligadas a ejecutar, a fin de cumplir con el objeto reseñado, destaca la creación de un Comité de 
Comunicación y Control, cuya función primordial es detectar las operaciones consideradas como 
inusuales, preocupantes o, incluso, de alto riesgo, para lo cual debe designar, de entre sus miembros, 
a un oficial de cumplimiento, quien está obligado, inter alia, a lo siguiente: a) Informar al comité 
respecto de conductas, actividades o comportamientos realizados por los directivos, funcionarios, 
empleados o apoderados de la AFORE, que provoquen que ésta infrinja las leyes mencionadas y las 
propias disposiciones; b) Hacer del conocimiento del comité la celebración de operaciones cuyas 
características pudieran generar un alto riesgo para la entidad; y, c) Coordinar tanto las actividades de 
seguimiento de operaciones, como las investigaciones que deban llevarse a cabo a nivel institucional, 
respecto de aquellas que deban ser sometidas a consideración del comité, para efectos de las que 
dictamine, en su caso, como inusuales o preocupantes. Cabe señalar que el nombramiento del oficial 
de cumplimiento del Comité de Comunicación y Control debe recaer en un funcionario que sea 
independiente de las unidades de negocios de las AFORES. En consecuencia, por las facultades 
señaladas, está plenamente justificada la condición de que esa persona guarde independencia de las 
unidades de negocios mencionadas, en tanto que debe vigilar la conducta de los diversos directivos, 
funcionarios, empleados o apoderados de la AFORE; de lo contrario, se generaría un evidente 
conflicto de interés, en detrimento del cumplimiento del objeto de las disposiciones invocadas. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO (AFORES). EL NOMBRAMIENTO DEL 
OFICIAL DE CUMPLIMIENTO DE SU COMITÉ DE COMUNICACIÓN Y CONTROL NO DEBE 
RECAER EN NINGUNA PERSONA QUE, AL MISMO TIEMPO, PARTICIPE EN LA FORMULACIÓN 
O EN LA IMPLANTACIÓN DE LA ESTRATEGIA COMERCIAL DE AQUÉLLAS. 
 
La disposición vigésima quinta, último párrafo, de las Disposiciones de carácter general a que se 
refieren los artículos 108 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro y 91 de la Ley de 
Sociedades de Inversión –actualmente Ley de Fondos de Inversión–, publicadas en el Diario Oficial de 
la Federación el 14 de mayo de 2004, establece que el nombramiento del Oficial de Cumplimiento del 
Comité de Comunicación y Control de las Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORES), 
deberá recaer en un funcionario que sea independiente de las unidades de negocios de aquéllas, sin 
definir el concepto "unidad de negocio". Por su parte, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sido consistente en el sentido de que, tratándose de actos legislativos, el respeto al 
derecho a la seguridad jurídica y al principio de legalidad no llega al extremo de vincular al legislador a 
que precise todos y cada uno de los conceptos que contengan las normas, pues sus definiciones se 
obtienen de la lectura del contexto en que se encuentran. En ese sentido, la definición del concepto 
"unidad de negocio", se extrae de la doctrina y de la práctica de la administración de empresas, a la 
que pertenecen las sociedades de inversión conocidas como AFORES, con base en la cual, las 
unidades de negocios se definen como los elementos o segmentos lógicos de una empresa, que 
representan una función específica del negocio u objeto social, así como una posición definitiva dentro 
del mapa organizacional, bajo el dominio de un gerente. Unidades de negocios que, aplicadas a la 
planeación estratégica, tienen dos enfoques o propósitos: a) Las consideradas de análisis, surgidas 
para facilitar la reflexión, las cuales se espera que permitan delimitar mejor la estrategia competitiva 
que pueda tener más éxito en cada tipo de actividad o negocio, denominadas de "formulación de 
estrategias", al predominar este aspecto en su establecimiento; y, b) Las consideradas como unidades 
organizativas, con actividades y funciones propias relativas a un conjunto de negocios que presentan 
una suficiente homogeneidad estratégica; a éstas se les llama de "implantación de estrategias", pues 
son el soporte organizativo sobre el cual se desarrolla la estrategia; es decir, lo que importa. Por tanto, 
el nombramiento del oficial de cumplimiento del Comité de Comunicación y Control de las AFORES no 
debe recaer en ninguna persona que, al mismo tiempo, participe en la formulación o en la implantación 
de la estrategia comercial de éstas. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ACUMULACIÓN DE JUICIOS. PRESUPUESTOS MATERIALES PARA SU PROCEDENCIA. 

 
La facultad de concentrar en un mismo proceso diversas pretensiones o acciones no es irres tricta, su 
procedencia está sujeta a la satisfacción de ciertos presupuestos materiales, a saber: requiere una 
identidad subjetiva (coincidencia jurídica entre las partes y el carácter o calidad con que intervienen en 
el proceso), la competencia del órgano jurisdiccional, así como homogeneidad procedimental (que las 
acciones deban sustanciarse a través de juicios de la misma naturaleza) y que las pretensiones no se 
contradigan o se excluyan mutuamente. De lo anterior se desprende que el sistema de acumulación de 
pretensiones en el derecho procesal civil federal exige compatibilidad procesal y material de las 
acciones entre sí, de manera que, cuando el trámite de una y otra sean irreconciliables, no será válido 
decretar la acumulación. 
 
PRIMERA SALA 
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ACUMULACIÓN DE JUICIOS. NO PROCEDE CUANDO SE TRATA DE UN PROCESO 
JURISDICCIONAL Y UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
 

La interpretación sistemática y gramatical de los artículos 71 a 75 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, que integran el Capítulo Único del Título Tercero, denominado "Litigio", lleva a 
sostener que la acumulación que regula la normatividad apuntada está dirigida a procesos de 
naturaleza jurisdiccional, ya que el legislador se refirió a juicios seguidos ante tribunales y cuyo litigio 
habrá de resolverse en una sentencia, elementos que en su conjunto necesariamente implican la 
tramitación de un proceso de índole jurisdiccional, como instrumento para resolver un conflicto de 
intereses calificado por la pretensión de uno de los interesados y por la resistencia del otro. Por ello, la 
acumulación está dada para juicios, con el fin de concentrarlos y, por economía procesal, resolverlos 
conjuntamente en una sola sentencia, lo cual además protege los principios constitucionales de justicia 
expedita, pronta, completa e imparcial, y evita que se dicten resoluciones contradictorias. Así, cuando 
la petición de acumulación se formula respecto de un juicio y un procedimiento administrativo con 
reglas y formalidades específicas, que no comparte las características propias de un proceso 
jurisdiccional, ésta resulta improcedente ante su incompatibilidad. 
 
PRIMERA SALA 
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